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En la actualidad, Colombia apunta a un desarrollo lento pero positivo respecto de la 
legalización, definición y aplicación de la eutanasia; hasta el momento, no se ha 
generado una norma concreta que regule la materia en su totalidad, pero el tiempo sigue 
pasando, la sociedad continúa cambiando a pasos agigantados y cada vez más se 
solicita la solución a la tensión de derechos que este procedimiento genera. 
 
A través de la historia, en diferentes países se ha consolidado el concepto de eutanasia 
a medida que ha progresado el concepto de derechos desde un aspecto progresivo, 
comprehensivo e integral. Dentro de estos aspectos, aunque la eutanasia se ha 
enfrentado a múltiples obstáculos, el procedimiento ha podido afianzar sus primeros 
criterios para poder asegurar su uso frente a las condiciones de vida las personas en el 
país. 
 
Para el caso de Colombia, la eutanasia y su definición se han ampliado a través de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, la cual, desde un análisis global ha adaptado 
los criterios médicos y jurídicos a los constantes cambios sociales, por lo que se ha 
utilizado una visión enfocada al respeto de los derechos fundamentales como la 
dignidad humana, la autodeterminación, la autonomía y la libertad. Por ello, la 
progresión frente a esta protección depende actualmente del cumplimiento de los 
postulados integrados a la normatividad interna, el derecho internacional y los derechos 
humanos. 
 
De esta manera, a partir de la consolidación del concepto de eutanasia se identifica que, 
en Colombia, existen problemas frente a la tensión de derechos que genera la aplicación 
de este procedimiento para un paciente que lo requiera, lo que ha dado paso a que se 
ponga en entredicho la protección y garantía de aquellos derechos que invocan las 
personas que solicitan optar por este procedimiento. 
 
viii 
Para analizar las temáticas planteadas se acude a una metodología socio-jurídica de 
carácter descriptivo, que acude a la revisión documental de diversas fuentes como 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y de Tribunales Internacionales de Derechos 
Humanos, doctrina médica y jurídica, y documentos de entidades de salud en 
Colombia. 
 
En este sentido, el presente trabajo monográfico en el capítulo 1, abarca un estudio 
acerca de las acepciones de eutanasia, su tipología y los enfoques que esta definición 
acarrea, a continuación, en el capítulo 2 se realiza un análisis acerca de los derechos 
que se contemplan  y entran en tensión al practicar este tipo de procedimientos y cómo 
esto afecta la concreción de todo el bloque legal y médico de protección en pro del ser 
humano; a partir de estos elementos, finalmente en el capítulo 3 se hace referencia al 
desarrollo que ha tenido la eutanasia en Colombia, los criterios de aplicación práctica 
en el presente, y la posible solución a las tensiones de derechos que se identificaron en 
los apartes anteriores. 
 
De igual forma, en el capítulo 3 se hace alusión a los casos relevantes y cómo desde 
ellos se han logrado referenciar la problemática, para generar una aplicación efectiva 
del procedimiento en Colombia; de esta manera, en la conclusión, se complementan 
estas nociones con otros planteamientos y estrategias para reforzar los sustentos 
mediante los cuales, es necesario resolver las tensiones que aún se presentan cuando 










Dentro del marco del término eutanasia, como antecedentes principales se deben 
definir dos elementos que incorporan su significado integral: la vida y la muerte, estas 
dos nociones, aunque totalmente opuestas, son coetáneas desde un punto de vista 
clínico y jurídico, pues para que un concepto como muerte exista debe estar antecedido 
por otro y en este caso es la vida.  
 
En primer lugar, la vida es definida como un conjunto de nociones biológicas, en las 
que se entrelazan un conjunto de signos vitales que, de alguna forma carecen de 
explicación desde su más profundo significado, enmarcado desde el concepto 
relacionado con su propio ser, integrando la conciencia propia, la libertad y la voluntad 
de tener un bienestar más allá del dolor.  
 
En este sentido, existe un elemento identificable correspondiente al dinamismo 
biológico que complementa la propia definición, es decir, respirar, comer y la 
realización de actividades afines, que ayudan a construir de manera compleja o casi 
que en su totalidad el término vida. 
 
Se tiene entonces de otro lado, el concepto de muerte, que puede ser concebido como 
el momento en que cesan totalmente las actividades funcionales del cuerpo, como, por 
ejemplo, dejar de respirar, de tener actividad cerebral y/o biológica. Esta definición 
usualmente y a través de la historia ha sido comprendida en términos negativos, es decir 
desde un enfoque de “ausencia”, como ausencia de respirar, ausencia de signos vitales 
o de manera general ausencia de vida. Desde un punto de vista médico-legal, la muerte 
se identifica con la detención del proceso que preserva la integridad física del cuerpo 
con cada uno de sus procesos estructurales, químicos y físicos. (The Ad Hoc 
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Committee of Harvard Medical School, a partir de un equipo interdisciplinario, se 
encargó de determinar los parámetros que debían determinar cuándo una persona había 
muerto. Esto por cuanto, anteriormente el cese de las funciones cardiaca o respiratoria 
eran los parámetros utilizados para determinar la muerte de un ser humano).  
 
A saber, la detención del proceso de “la vida y como tal es una secuencia de hechos 
que culmina en la cesación de las funciones biofisiológicas” (Delgadillo & Eduardo 
Franco, 2002); en otros términos, es dejar de respirar, de sentir, de hablar, dejar de tener 
todo signo de vida en su aspecto más completo. 
 
Ahora bien, a pesar de la contraposición de los dos aspectos mencionados con 
anterioridad, la base social, moral y jurídica recae principalmente en el desarrollo del 
concepto de vida, desde su conservación y la importancia que de ella deviene para cada 
uno de los diferentes procesos sociales que trae consigo. De allí, se establecen una serie 
de herramientas para la protección que actualmente han desembocado en la creación 
de normas y reglas como una forma de mantener el núcleo esencial de protección – y 
derecho- que busca salvaguardar la piedra angular de la humanidad.  
 
Para el caso colombiano existe consagración de protección absoluta de la vida en el 
Artículo 11 de la Constitución política “El derecho a la vida es inviolable. No habrá 
pena de muerte”. En igual sentido, hay una gran cantidad de jurisprudencia que lo 
confirma, en los cuales se mantiene intacto e inviolable la vida como base fundamental 
de la sociedad, como lo expresan en algunas sentencias, como por ejemplo las sentencia 
C-587 de 1992; C-003 de 1993; C-052 de 1993; C-096 de 1993; C-127 de 1993; C-134 
de 1993; C-011 de 2002.  
 
Sin embargo, al tenor del concepto de vida existen otros elementos articulados a este 
derecho que se adhieren a la determinación, la libertad y la órbita individual de cada 
ser vivo, por lo que desde allí, se han establecido diferentes definiciones a través de 
leyes ordinarias, decretos reglamentarios, directrices institucionales y Códigos de ética 
 
3 
médica, lo que a través del tiempo han ido tomando una nueva tonalidad y que hoy 
complementan desde un modo teórico-práctico los derechos existentes, creando nuevas 
obligaciones estatales para la correcta protección del ser humano y sus particularidades 
como seres pensantes y totalmente autónomos. 
 
Es así, como por mucho tiempo se ha tratado de generar una posibilidad de aceptación 
social y jurídica en la cual la terminación anticipada del ciclo vital se convierte en 
aceptable. En este devenir se han presentado algunos acercamientos a partir de la 
aplicación de derechos propios y únicos como los de autodeterminación, autonomía y 
libertad, los que han dado paso a considerar otras posibilidades más allá del concepto 
único de la vida. “Como viene expuesto, en diversos estadios históricos el término 
eutanasia se ha utilizado para designar situaciones diversas y contradictorias; por 
ejemplo, una “buena muerte” en el ámbito religioso, o en el biológico, y una muerte 
provocada para aliviar los sufrimientos del enfermo, los cuales han tenido 
connotaciones disímiles.” (Campos, Sanchez y Jaramillo , 2001) 
 
En este sentido, una de las vías para limitar este criterio ha sido la eutanasia, que desde 
un modo general, ha sido definida como el acto intencional de quitarle la vida por 
piedad a un enfermo terminal - por petición de este - para ponerle fin a los graves 
sufrimientos que padece.  En la jurisprudencia colombiana, la han definido de muchas 
formas, entre las que están la producción de la muerte por omitir dar alimentos, terapias 
o tratamientos, como en las sentencias de la Corte Constitucional, T-970 e 2014, T-588 
de 2014, T-653 de 2013, T-856 de 2012, T-905 de 2011, T-622 de 2010, T-634 de 
2009. 
 
Por su parte, la doctrina a través de académicos como H.G. Wells, Julián Huxlery y 
George Bernard Shaw entendió a la eutanasia como una visión compasiva hacia el 
sufrimiento innecesario en el proceso de la muerte que está llevando una persona, un 
padecimiento que no solo lleva consigo el que sufre con una enfermedad terminal e 
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incurable, sino tambien lleva consigo a cada integrante de su núcleo familiar y a cada 
persona que lo rodea desde sus más profundos sentimientos de amistad y amor. 
 
Según Carlos Fernando Francisconi, históricamente “fue possidipus Comicus en el 
siglo IV a.c el primero que usó el término eutanasia”. Sin embargo, solo hasta el año 
120 d.c. Suetonio, “quien escribiendo en latín, utilizo la misma palabra griega para 
describir el hecho terminal, al cual el emperador Augusto se refería a diciendo -Mors 
cita et sine cruciatu- una muerte rápida y sin dolor” (Universidad Militar, 2007).  
 
En el contexto actual, se define la eutanasia como “f. […] la intervención deliberada 
para poner fin a la vida de un paciente sin perspectiva de cura, Med. muerte sin 
sufrimiento físico” (Real Academia Española, 2014). Según esta aproximación, la 
eutanasia puede ser objeto de dos tesis, la primera como la acción u omisión que, para 
evitar el sufrimientos de los pacientes desahuciados, acelera su muerte con su 
consentimiento o sin él, con un fin piadoso; y la segunda, referente al concepto médico 
como tal, es decir, la aplicación de una muerte sin sufrimiento físico o sin 
padecimientos, desde la órbita de la aplicación de la medicina como procedimiento 
desde creado desde la piedad. 
 
De lo anterior, se puede identificar que la acción de detener la vida se enmarca en una 
situación especialísima, donde los dolores y padecimientos hacen parte de una 
enfermedad terminal. Es decir, se acepta la eutanasia como una “intervención 
voluntaria encaminada a inducir la muerte de un sujeto, para poner fin a sus 
sufrimientos” (Francisco Farfán Molina, 2008). Integrando un componente esencial, 
como equivalente para evitar un largo y tortuoso trayecto hacia el desvanecimiento de 
la existencia material del ser humano. 
 
Hay otras aproximaciones a la definición del término en los altos cuerpos colegiados 
“la gran mayoría de autores coinciden en señalar que la procedencia etimológica del 
término eutanasia es heredado de las palabras griegas buena muerte. En 1987, la 
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Asociación Médica Mundial propuso que la eutanasia era el acto deliberado de dar fin 
a la vida de un paciente” (Corte Constitucional, 2014). Pero que en el fondo carece de 
una finalidad delictiva, y se enmarca en la aplicación del procedimiento eutanásico 
desde los sentimientos más profundos, como el amor y la piedad.  
 
Por su parte, en enero de 2002, la Sociedad Española de Cuidados Paliativos sostuvo 
que este procedimiento consistía en la “conducta (acción u omisión) intencionalmente 
dirigida a terminar con la vida de una persona que tiene una enfermedad grave e 
irreversible, por razones compasivas y en un contexto médico” (Sociedad Española, 
2002). Vemos entonces como se estructura una razón más allá que la de terminar con 
la vida de una persona, en el que se une la medicina como ciencia, y la compasión como 
sentimiento natural que incluso puede estar en seres diferentes a la raza humana. 
 
La eutanasia entonces es “Es acción, en el sentido de acto deliberado, premeditado y 
consciente por parte de quien interviene la vida del paciente” (Guzman, 2011), de 
manera general sea o no deliberada, por razones compasivas o no, lo que se identifica 
a primera vista es que hay un acto médico, que por su definición tiene que ser practicado 
por el personal idóneo, pudiendo enmarcar la palabra “deliberadamente” en el 
conocimiento que el profesional de la salud tiene del procedimiento y que lo realiza 
con la única intensión o finalidad de terminar la vida de un paciente terminal. 
 
En diferentes etapas del ser humano, la eutanasia “lleva a distinguir tres formas 
fundamentales, correspondientes a tres períodos distintos, aunque no siempre 
claramente diferenciados: la eutanasia ritualizadora, la medicalizadora y la 
autonomizadora” (José Manuel Caamaño, 2012). Periodos o momentos que involucran 
cultura, deseo, necesidad, conocimientos y demás aspectos propios de comunidades 
específicas desde la manera como lo aplican, llevando consigo sin pensarlo una manera 
de definir y de apoyar el avance que hasta hoy día la eutanasia ha tenido. En los últimos 
20 años han ocurrido avances significativos en el reconocimiento de la eutanasia como 
derecho, quizá no como derecho autónomo, pero si ligado a otros derechos 
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fundamentales como por ejemplo la dignidad humana; y que a pesar de las oposiciones, 
a la fecha se han logrado establecer protocolos específicos para su aplicación, incluso 
en niños y adolescentes.  
 
Desde el comienzo del debate, se establecen términos diferenciadores de la eutanasia 
con otros métodos existentes, identificados a través de la historia que han sido usados 
por el ser humano para lograr otros fines, como en el caso de la eugenesia y sus 
términos afines, en donde la aplicación de esta praxis tiene como objetivo la 
exterminación de grupos poblacionales o personas consideradas como no aptas para la 
sociedad, que carecen de perfección o como forma de mantener la estabilidad en la 
sociedad, siendo comparado en cierta medida con técnicas extremas de supervivencia 
en lugares salvajes; pero que traído a las sociedades industrializadas, se aplica como 
excusa para acabar con minorías o grupos poblacionales considerados inferiores por 
“algún motivo”. 
 
A medida que avanza el estudio y se genera mayor desarrollo de la eutanasia, se 
comienza a determinar la existencia de un mínimo de restricción del uso de esta para 
sustraer esta práctica de la esfera punible. Lo anterior, permite tener en cuenta algunos 
fundamentos para su acceso, como la existencia de conciencia por parte del sujeto que 
desea la muerte, que ese mismo sujeto tenga una enfermedad terminal incurable y que 
genere grandes padecimientos, dolores y sufrimientos (es prácticamente un estado 
físico, mental, emocional imposible de sobrellevar, y en este punto no solo por parte 
del individuo, sino también por quienes le rodean). 
 
Entonces desde este punto se puede comenzar a ver una nueva perspectiva de la 
eutanasia, no desde la muerte o la terminación del ciclo vital, sino desde la terminación 
del  sufrimiento, desde el respeto de derechos fundamentales como la libertad, 
autonomía y autodeterminación; de lo que se desprende entonces un cuestionamiento 
primario y es “¿hasta qué punto el respeto de los derechos y libertades del ser humano 
permiten la vulneración del máximo bien del hombre  como lo es la vida?”. 
 
7 
A pesar de que la libertad, autodeterminación y autonomía sean parte de la dignidad, y 
sean derechos propios del ser humano; en el ámbito general estos no podrían estar por 
encima del derecho a la vida. Empero, como defensa se cuestiona el hecho de si ¿es 
justo y digno mantener viva a una persona, aun cuando sus condiciones físicas y 
mentales sean precarias, dolorosas e incurables?, desde allí, se comienza a presentar 
choques entre diversos derechos, que encuentran un punto de inflexión en el análisis 
de cada criterio – como será descrito en los capítulos 2 y 3. 
 
2.  ENFOQUE MÉDICO Y ENFOQUE JURÍDICO DE LA EUTANASIA 
 
El concepto de eutanasia ha sido abordado mediante dos enfoques, el médico y el 
jurídico, lo que ha hecho que la definición primaria de esta acepción haya evolucionado 
y avanzado a través de la historia. 
 
2.1 ENFOQUE MÉDICO 
 
Desde el enfoque médico, la eutanasia consiste en un procedimiento clínico, en el que 
se le suministra a una persona una serie de medicamentos para lograr sedarlo o dormirlo 
y posteriormente ocasionar un paro cardiorrespiratorio, la suspensión de todos los 
signos vitales y así llevar a cabo la interrupción de la vida de manera tranquila, sin 
dolor ni sufrimiento.  
 
Pero este proceso conlleva una decisión definitiva, que involucra a todo un cuerpo 
médico, a familiares y amigos, que por las características extremas contiene un 
protocolo específico o una serie de reglas y pasos a seguir; teniendo siempre como 
primera premisa la protección a la vida y su continuidad, por lo que después del 
cumplimento de una serie de pasos, el paciente toma una decisión que definitiva y por 
ende una vez iniciado el procedimiento no hay marcha atrás. Por lo que en este este 
sentido, la Corte Constitucional de Colombia se ha pronunciado en Sentencias como 
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por ejemplo la T-1207 de 2001, T-923 de 2002, T-935 de 2002, T-539 de 2003, T-936 
de 2002, T-414 de 2005, T-1038 de 2005, T-1072 de 2003, T-428 de 1998. 
 
Para el desarrollo clínico de la eutanasia, el principal aspecto es la relación médico – 
paciente, ya que en definitiva es la persona (el medico) quien tiene el conocimiento 
científico, realiza todos los procedimientos clínicos y da la posibilidad de tratamientos 
desde el inicio, en resumen es en quien se deposita la confianza, y el que garantiza la 
veracidad de la información con la que se tomará la decisión definitiva, “un vínculo 
preciso que no debe basarse en el paternalismo, ni aceptar que el profesional del área 
de la salud decida por sí solo, sin tener en cuenta los puntos de vista y los intereses de 
su paciente, la relación entre el galeno y el enfermo tiene que ser abierta y basada en 
principios sustanciales como la ética médica, autonomía, beneficencia, justicia y la 
información”. (Valle, 2001) 
 
En la actualidad existen muchas expresiones que se pueden asociar al concepto de 
eutanasia, -que además tienen como centro la discusión de prolongación de vida 
biológica vs voluntad del paciente- en las que se exponen las dos posibilidades desde 
la vida con sufrimiento, hasta la interrupción de esta como única alternativa para 
terminar con los padecimientos que limita el goce de los derechos y la plenitud de la 
existencia, entre las que podemos referenciar: 
 
1. La limitación en el uso de los esfuerzos terapéuticos, en el entendido de la poca 
acción de estos en el cuerpo humano, por lo que se decide entonces la retirada o el no 
inicio de este tipo de medidas que sirven de soporte vital, en razón a que el profesional 
de la salud estima que en la situación del paciente “son inútiles o fútiles ya que tan sólo 
consiguen prolongarle la vida biológica, pero sin posibilidad de proporcionarle una 
recuperación funcional con una calidad de vida mínima (Hernando P., 2007)”. 
 
2. El rechazo de tratamiento o denegación del consentimiento proporcionado por el 
paciente al cuerpo médico, lo que corresponde una actuación de respeto por parte del 
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médico cuando el paciente decide rechazar total o parcialmente “una prueba 
diagnóstica o el tratamiento y que deberá informarle de manera comprensible de las 
consecuencias que puedan derivarse de su negativa” (Vera, 2016), es una medida que 
demuestra el estado psicológico en el que se encuentra el paciente, en el que el umbral 
del sufrimiento logra tal punto de necesidad relacionada al cese del ciclo vital. 
 
3. Sedación paliativa: “Es la administración de fármacos a un paciente en situación 
terminal, en las dosis y combinaciones requeridas para reducir su conciencia, todo lo 
que sea preciso para aliviar adecuadamente uno o más síntomas que le causan 
sufrimiento (Leite, 2012)”, siendo entonces un estado un poco más digno para quien 
padece la enfermedad terminal, pero luego entonces podría surgir el cuestionamiento 
del que hacer cuando se llegue a las dosis máximas, porque bien es sabido que en 
muchos casos se requiere de aumento de medicinas para seguir con el mismo efecto, 
pero que a su vez puede llegar al punto que sea incompatible con la vida.  
 
Un tema con muchas aristas, en las que las posiciones, decisiones y cuestionamientos 
varían de acuerdo con diferentes factores, pero que al final puede decirse que sea cual 
sea la dirección a tomar, siempre existirá un paciente y un núcleo familiar sufriendo 
por las penurias, dolores y demás padecimientos de una enfermedad terminal. 
 
2.2 ENFOQUE JURÍDICO 
 
La eutanasia desde este enfoque se convierte en el análisis de una gama de derechos 
que se han venido desarrollando e implementando a través de los diferentes 
pronunciamientos jurisprudenciales. Como antecedente, se ha iniciado en países con 
una visión más liberal y proteccionista de derechos como la autodeterminación; 
tomando al individuo como ser independiente y capaz de tomar decisiones incluso de 
su propia existencia, demostrando una vez más que la legislación deberá acoplarse a 
los cambios sociales por los que atraviesa toda sociedad. 
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Desde esta perspectiva, se otorga relevancia al marco de los derechos fundamentales, 
principalmente desde la dignidad humana como elemento del derecho a la vida –más 
allá de la definición médica- enlazado con la autodeterminación, autonomía y libertad 
en el núcleo de derechos individuales, que, además complementa el concepto de vida 
con el de muerte digna sin sufrimientos, padecimientos o dolor, con un enfoque nuevo 
que deja una historia que contar, en la que es el individuo es el protagonista de su propio 
cuento. 
 
En esta línea, se ha generado una interpretación amplia del derecho a la vida que 
corresponde a vivir de buena manera y con las condiciones adecuadas u óptimas, en la 
que se logra un disfrute pleno de los derechos y la existencia sin dolor o padecimientos. 
Por tanto, estos mismos presupuestos son aplicables al concepto de muerte digna desde 
la perspectiva de libertades y una vida tranquila y saludable, siendo entonces la 
eutanasia la demostración clara de decisiones tomadas por el directamente afectado, en 
el que el enfoque va más allá de la protección exclusiva de la vida y comienza a 
visualizar otras extensiones o prolongación de derechos ligadas a la dignidad. 
 
Además, desde la concepción de la extensión de los derechos, se ha comprendido que 
el vivir debe ser de buena manera, sin sufrimientos ni padecimientos, por lo que la 
eutanasia como finalidad del ciclo vital, es una extensión de la propia vida desde la 
terminación del sufrimiento y dejar este mundo con dignidad, haciendo uso de derechos 
personalísimos, inviolables y que deben ser respetados para las persona que los invoca.  
 
Es así como el principio de autonomía o de respeto de la autodeterminación del 
paciente, corresponde a la capacidad de una persona en decidir desde una esfera propia, 
personal e individual; que incluso, desde el ámbito del derecho penal se consiente de 
manera expresa e independiente la aceptación o rechazo de intervenciones médicas que 
lo afecten en su integridad corporal, salud o incluso la vida. Eso comprende, además, 
que la persona no esté sometida a controles o influjos externos diversos a la propia 
voluntad del paciente. De igual forma, el principio de autonomía del paciente, desde 
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un punto de vista más amplio se ha interpretado como “[…] la facultad de éste de 
determinarse a sí mismo o autodeterminarse en el ámbito sanitario. Las decisiones que 
el paciente tome en cuanto a la aceptación o rechazo de intervenciones médicas que 
incidan en su integridad corporal o salud son personalísimas, sólo le incumben a él y 
no pueden ser impuestas por terceras personas, ni siquiera en caso de encontrarse 
indicadas de acuerdo con la ciencia médica” (Mayer, 2011). 
 
En la actualidad, se puede sustentar que todos los derechos del ser humano están 
ligados a la dignidad humana, una dignidad amplia en todos los aspectos, desde la 
libertad, autonomía y autodeterminación, lo que conlleva a que la eutanasia sea 
comprendida como un modo de ejercer esos derechos. 
 
Es necesario que en un país que se encuentra atravesando por grandes cambios sociales, 
morales y tecnológicos, se incluyan nuevas modalidades de aplicación de derechos y 
demás componentes direccionados al respeto por la libertad individual. Sin embargo, 
al poner en práctica esta perspectiva surge una gran dificultad al ponderar derechos 
como la vida, la salud, la dignidad humana, con respecto de los derechos antagónicos, 
pues al dar valor a cada uno, surge el problema de determinar cuál sería más importante. 
 
Entonces, desde esta pauta surge una tensión frente a los valores, principios y derechos, 
lo que abre un camino a la discusión para su materialización desde los diferentes 
criterios, fundamentos, y operadores jurídicos encargados de su análisis, 
reglamentación y ejecución; todo desde un punto de partida proteccionista del ser 
humano de manera integral. 
 
A su vez, se desarrollan otros puntos críticos desde marco del derecho, en razón, a que 
la tensión de los elementos mencionados con anterioridad, plantean hipótesis para la 
práctica de la eutanasia frente a los cuales se están reconociendo derechos que podrían 
ser considerados como atacantes de la base fundamental de la sociedad, pero que al 
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mismo tiempo deben ser protegidos por ser esenciales en un estado de derecho cuyo 
principal eje es el respeto de la persona. 
 
En este sentido, se pueden identificar variables como el derecho a la vida enfrentada a 
la dignidad, o el derecho a la vida digna opuesta al derecho a la muerte digna, el derecho 
a la salud vs el derecho a morir dignamente, el derecho a disfrutar del progreso y avance 
científico vs la libre determinación; de lo cual subyace entonces que la eutanasia toma 
en cuenta estos criterios y puede ser una circunstancia determinante para elegir según 
el caso, cuáles son los pilares fundamentales y la especial protección que otorga el 
sistema jurídico al individuo. 
 
Por otro lado, dentro de este enfoque la aplicación de la eutanasia en términos de 
libertad y autonomía genera, que la protección irrestricta del derecho a la vida pueda 
ser contrastada con los problemas que surgen respecto al tema, por lo que se ha 
adaptado este derecho al marco de las nuevas exigencias y necesidades del ser humano, 
ocasionando con ello la implementación de leyes y reglas al respecto, además de la 
búsqueda de herramientas o soluciones al enfrentamiento de derechos -como las 
ponderación o test de razonabilidad-, que se pueden encontrar en pronunciamientos 
jurisprudenciales de la Corte Constitucional en sentencias como la C-239 de 1997; T-
970 de 2014; C-233 de 2014; C-327 de 2016; T-423 de 2017; T-721 de 2017, entre 
otras.  
 
Uno de los primeros hitos en la consolidación de esta aproximación se debe a la 
sentencia T-493 de 1993, en la cual si bien en principio no se habla de muerte asistida 
o eutanasia, se trata como estructura primordial la afirmación de derechos desde la 
libertad personal: “El derecho al libre desarrollo o desenvolvimiento de la 
personalidad, o de libertad de opción y de toma de decisiones de la persona, ejercido 
dentro del marco del respeto de los derechos de los demás y el orden jurídico, es un 
derecho constitucional fundamental, pues no sólo así se encuentra consagrado en el 
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artículo 16 de la Constitución Nacional, el cual hace parte del capítulo 1 del título II, 
denominado "De los derechos fundamentales" (Corte Constitucional, 1993). 
 
Bajo esta acepción, la libertad individual comienza a adquirir diferentes matices, desde 
el punto de vista de respetar las decisiones tomadas respecto a su propia vida e 
integridad personal, demostrando que es una esfera personalísima e inviolable, pues a 
pesar de las concepciones subjetivas al respecto, no está poniendo en peligro ni 
vulnerando los derechos de otros individuos. 
 
Entonces, podría afirmarse que los derechos propios terminan donde comienzan los 
derechos del otro, por lo que tomar la decisión de terminar con su propia existencia no 
vulneraría el núcleo de protección de los derechos de otros seres humanos; al respecto 
la sentencia C-176/93 estableció que “el derecho al libre desarrollo de la personalidad 
consiste en la libertad general, que en aras de su plena realización humana, tiene toda 
persona para actuar o no actuar según su arbitrio” la “libertad general” (Corte 
Constitucional, 1993).  
 
Desde allí se puede hacer sostenible el argumento de que la libertad debe ser respetada 
en todas las decisiones del individuo -siempre y cuando no abarque la esfera personal 
de los demás-, el titular del derecho está facultado para solicitar el cumplimiento de 
estos; y bajo este argumento, es que se posibilita decisión de una persona que pretende 
acceder a la eutanasia, pudiendo hacer efectivo el derecho a la muerte digna, 
diferenciándolo en el plano jurídico con alguna conducta punible. 
 
Lo anterior, conlleva a que desde un enfoque normativo se evalúen las distintas 
variables que tiene la aplicación del derecho a la vida como un dogma superior e 
inviolable, esto frente a la individualidad del ser humano y su articulación con los 
derechos que de él se desprenden para una subsistencia adecuada. Paralelo a esto, es 
necesario entonces entender los tipos de eutanasia desde una interpretación de los 
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procesos de acción u omisión que se pueden desarrollar para la aplicación del 
procedimiento eutanásico.  
 
2.3 TIPOLOGÍAS DESARROLLADAS RESPECTO A LA EUTANASIA 
 
En el marco de la aproximación conceptual a la eutanasia, es importante diferenciar e 
identificar algunas características específicas que contienen, ya que de estas 
particularidades es que su aplicación se diferencia de un acto sancionable. 
 
 Eutanasia activa o positiva: Se trata de aquella situación en la que 
existe la intervención de un tercero, el médico, que debe terminar con 
la vida del paciente, utilizando por ejemplo medicamentos que logren 
el objetivo sin generar un mayor daño. Este acto, se enmarca en la 
realización de una acción que posibilita al paciente terminar su vida de 
forma asistida sin ningún tipo de dolor o sufrimiento. “Será activa o 
positiva (acción) cuando existe un despliegue médico para producir la 
muerte de una persona como suministrar directamente algún tipo de 
droga o realizando intervenciones en busca de causar la muerte” 
(Corte Constitucional, 2014). 
 
 Eutanasia pasiva o negativa: Se trata de aquella situación en la que 
el médico evita realizar acciones tendientes a mantener el sustento vital 
de quien padece una enfermedad. En este sentido, lo que se identifica 
es dejar de hacer algo para mantener con vida al paciente. Es decir, la 
muerte en este caso, se puede producir por omisión de tratamientos, 
terapias, medicamentos o alimentos. La acción principal de este tipo 
de eutanasia consiste en dejar que el cuerpo se deteriore de manera 
natural hasta lograr la muerte. “En otras palabras, se culmina todo tipo 
de actividad terapéutica para prolongar la vida de una persona que 
se encuentre en fase terminal.” (Corte Constitucional, 2014). 
 
 Eutanasia directa: El móvil es causado por la intención por parte del 
sujeto activo, de alcanzar la culminación del ciclo vital del paciente 
terminal, este tipo de eutanasia “existe una provocación intencional del 
médico que busca la terminación de la vida del paciente.” (Corte 
Constitucional, 2014) 
 
 Eutanasia indirecta: La muerte del paciente es originada sin la 
intención de hacerlo, pero podría no encuadrarse como una situación 
propiamente de eutanasia, porque dentro del concepto está el hecho de 
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tener el conocimiento de que el procedimiento ocasionará la muerte de 
un paciente en fase terminal; este tipo de eutanasia podría ser explicado 
con las alternativas terapéuticas que se utilizan, pues dada la gravedad 
de la enfermedad, las condiciones clínicas y los efectos secundarios de 
la medicación y/o tratamiento que practique en el paciente, se podría 
llegar a la muerte sin siquiera desearlo.  
 
 Eutanasia voluntaria: Se encuentra enmarcado en su plenitud cada 
uno de los elementos de la eutanasia, pues en este caso existe la 
voluntad expresada por quien la solicita de querer morir, para que se 
logre realizar el procedimiento con el lleno de los requisitos legales. 
 
 Eutanasia involuntaria: Está ligada al consentimiento que la persona 
da respecto al procedimiento, pues, aunque haya voluntad del paciente 
al respecto, no se logra alcanzar aquel para lograr su materialización.  
 
 Eutanasia no voluntaria: Es un poco más compleja, pues no existe 
ningún tipo de exteriorización de la voluntad del paciente terminal, en 
el que se pueda determinar que efectivamente era su voluntad y su 
deseo, de terminar con el estado que le aquejaba; en este caso, se puede 
tratar de personas que se encuentran en estado vegetativo, pues su 
condición no les permite expresar claramente su deseo de terminar con 
su existencia. 
 
 Distanasia: Proviene del “griego dysthánatos 'que sufre una muerte 
penosa'….f. Med. Prolongación médicamente inútil de la agonía de un 
paciente sin perspectiva de cura” (Real Academia Española, 2014). 
 
Se ha definido como “prolongar la vida de manera innecesaria, la ciencia 
médica ha optado por establecer tratamientos en los cuales se garantice 
la dignidad y el no sufrimiento de las personas.” (Corte Constitucional, 
2014).  
 
La distanasia según la sentencia T-970 de 2014, puede ser 
conceptualizada como la manera mediante la cual se puede extender el 
sufrimiento de manera indefinida, al tratar de mantener diferentes 
soportes vitales en personas no recuperables dadas sus condiciones 
específicas. 
 
 Adistanasia o antidistanasia: En la jurisprudencia se ha descrito como 
“la omisión de medios extraordinarios o desproporcionados que 




 Suicidio asistido: A diferencia de la muerte asistida, la figura del 
sujeto pasivo en el homicidio por piedad se convierte en el sujeto 
activo, pues es el mismo paciente quien provoca su muerte, entonces 
quien ocasiona la muerte es el que lo solicita, siendo el caso en el que 
el médico proporciona los medios para ello, o que simplemente es 
quien explica a la persona que cometerá su propia muerte que debe 
hacer para lograr el objetivo. 
 
El suicidio asistido podría ser equiparado con la eutanasia, porque hay 
una tercera persona quien puede dar instrucciones, recetar o preparar 
algún tipo de sustancia para que quien quiera suicidarse lo consiga. No 
obstante, en este tipo de procedimiento no subsiste algún tipo de 
vínculo o responsabilidad, pues el sujeto activo es el mismo sujeto 
pasivo y la conducta es cometida por la misma persona en quien recae 
la acción, sumado a ello la existencia de un profesional de la salud o 
medico no es obligatorio para que se lleve a cabo el acto. 
 
Pero no todo es dirigido a finalizar con la vida, ya que hay a su vez otro tipo de acciones 
que recaen en el ámbito de prolongar la vida de un paciente con una enfermedad 
catastrófica o terminal, una manera de dar una existencia digna, desde lo clínicamente 
posible, sin atentar contra el derecho fundamental único. 
 
2.4  CUIDADOS PALIATIVOS 
 
Dentro de las consideraciones del estudio de la eutanasia es necesario abordar el 
contexto en el cual se efectúa este procedimiento, lo que corresponde a un caso de 
enfermedad catastrófica y/o terminal, que es antecedida por un sinnúmero de estudios, 
atenciones y mecanismos para tratar de mejorar las condiciones de la persona que 
padece. 
 
En ese caso, debe existir una adecuada atención, el seguimiento estricto del proceso 
conocido o nombrado como “cuidados paliativos”, cuya función principal es 
acompañar al paciente y a su familia durante el tiempo considerado como terminal, es 
decir, será la encargada de la estabilización y mantenimiento físico, asi como del 
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psicológico, espiritual, familiar, es una manera integral de brindar la atención que en 
ese momento se requiere. 
 
En esta terapia, se incluye el manejo del dolor, ansiedad, depresión etc., medicando de 
acuerdo con la necesidad propia e individual del paciente, con el único fin de garantizar 
tranquilidad y una experiencia menos traumática de la enfermedad, logrando de este 
modo menguar en cierta medida cada una de las adversidades que consigo trae este tipo 
de padecimientos, no solo para el paciente, sino también para la familia. 
 
Se ha entendido, que los cuidados paliativos tienen como objetivo “mejorar la calidad 
de vida, de los pacientes que afrontan estas enfermedades, como de sus familias, 
mediante un tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y otros síntomas, 
teniendo en cuenta sus aspectos psicopatológicos, físicos, emocionales, sociales, 
espirituales…” (Ministerio de Salud , 2015). 
 
Para el caso de Colombia, el Ministerio de Salud y de Protección Social ha establecido 
de manera estricta los procedimientos específicos para pacientes que deben ser tratados 
mediante terapia paliativa. De acuerdo con esto, cada una de las obligaciones de los 
prestadores de salud, están enmarcadas desde el derecho fundamental a la vida y a la 
dignidad humana, puesto que la integralidad de los servicios que deben ser prestados 
incluyendo desde lo físico hasta lo religioso. “el objetivo de los cuidados paliativos es 
lograr la mejor calidad de vida posible para el paciente y su familia” (Ministerio de 
salud y proteccion social, 2016). 
 
En el desarrollo de la guía de práctica clínica de cuidados paliativos del Ministerio de 
Salud, se enmarcan todos los aspectos necesarios para el cuidado del paciente, como lo 
es “predicción de supervivencia, toma de decisiones, control de síntomas, tratamiento 
para el dolor, entre muchos otros que son de vital importancia para un cuidado integral 
y la protección de los derechos fundamentales de cada individuo” (Ministerio de salud 
y proteccion social, 2016). 
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De esta manera, es necesario analizar desde una perspectiva de derecho individual el 
concepto de eutanasia, pero desde la voluntad de una persona que desea acabar con su 
vida.  
 
2.5 LA EUTANASIA COMO CUESTIÓN DE ELECCIÓN O DE DECISIÓN 
 
El planteamiento en el cual se apoya el postulado de que la eutanasia es una cuestión 
de elección privada, es un parámetro de discusión dentro del cual se agrupan elementos 
objetivos y subjetivos, lo que tiene impacto sobre la concepción de legalidad que 
subyace de esta acepción. 
 
Esta discusión, acarrea el análisis de la cuestión de un derecho individual de la persona. 
En este sentido, la voluntad de disponer de los derechos vinculando la autonomía de 
decidir cómo utilizar sus propios derechos sin involucrar el exterior. Sin embargo, la 
crítica en este aspecto recae en que la voluntad de una persona no es el único parámetro 
de que se debe tomar en cuenta, toda vez que la posibilidad de acabar con una vida 
presenta una dimensión jurídico-política y social. 
 
Dentro de este plano, se enfoca la eutanasia como una acción que busca disponer del 
derecho a la vida diferenciándola del suicidio, y puede verse como elemento común el 
dominio natural que cada uno tiene sobre su cuerpo –lo que le permitiría disponer de 
ella-, por lo que el suicidio no cabe dentro de la definición de derecho pues es una 
libertad y no un derecho subjetivo; es decir, de hecho puedo interrumpir mi vida sin 
que otro factor sea relevante para ejercer esa libertad. 
 
Por otro lado, la eutanasia conlleva a que se sumen más elementos como la asistencia 
médica, y los fundamentos del estado de derecho. Es así, como esto implica hacer uso 
de las herramientas provistas en una democracia pluralista y la salvaguarda extensiva 
que la ley provee al respecto. 
 
19 
En esta línea, se puede interpretar que el derecho a disponer de la vida no solo es un 
derecho de dimensión individual, sino colectivo, toda vez que indirectamente es 
reconocer a algunos el derecho de disponer sobre los derechos de otros, en este caso la 
vida. Por lo que entonces la asistencia médica se circunscribe a una petición del 
paciente, lo que en parte podría ser contradictorio por el mismo propósito que 
caracteriza a la medicina. 
 
No obstante, desde un análisis objetivo, la eutanasia está conectada directamente a la 
elección libre y personal de cada persona, sin importar justificaciones externas que 
puedan afectar el derecho innato que se tiene sobre la libre disposición de los derechos 
y del cuerpo como instrumento para materializarlos.  
 
De igual forma, es importante la aplicación del derecho a la autonomía y de la voluntad 
del paciente, pues la elección de disponer del derecho a la vida está supeditada por 
condiciones médicas y biológicas que no permiten disfrutar de esta en condiciones 
dignas. Es por ello, que surge el plano de manifestar el rechazo de procedimientos 
quirúrgicos, medidas de soporte o terminación del sufrimiento cuando no existe 
perspectiva de mejoría o aquellas producen un sufrimiento desmesurado, desde lo que 
se considera como una manifestación de voluntad al derecho a morir dignamente.  
 
Es así, como la cuestión de elección cobra estrecha conexidad con la noción más amplia 
de vida, que el concepto de subsistencia vital, va más allá de mantener la noción de 
vida de manera aislada, pues se sostiene que la característica que le da alcance a su 
núcleo esencial, es el mantenimiento de la vida en condiciones dignas, lo que en 
términos contrarios significaría que su fin funcionara de la misma manera. 
 
Por otra parte, la petición de la aplicación de la eutanasia, tiene su origen en el contexto 
que rodea al individuo en cuanto al dolor físico insoportable, el sufrimiento y el ámbito 
subjetivo de su mantenimiento en condiciones no dignas, dentro de este plano, puede 
existir una contradicción entre la libertad y la autonomía de sus decisiones y la presión 
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del entorno al cual se ve enfrentado un paciente en términos sociales, económicos y 
morales.  
 
Es por ello, que la petición individual de eutanasia se tiene como corolario del derecho 
a la autodeterminación y se enfrenta a la percepción de la sociedad de hacer frente a 
esa petición, lo cual puede ocasionar que la sola voluntad del paciente no pueda ser 
tomada como el único criterio decisivo.  
 
Empero, la eutanasia puede actuar como herramienta para reivindicar el derecho a la 
vida en condiciones dignas, una dignidad que en muchos casos se ve menguada por el 
pasar del tiempo y durante muchos años, el deterioro físico, las dolencias y la 
dependencia en otras personas que genera en muchas ocasiones las enfermedades 
incurables y/o terminales, traen consigo un menoscabo de las libertades propias desde 
la autonomía como actividad o estado físico, asi como la imposibilidad de privacidad 
del individuo desde amplias esferas.  
 
Por lo que en razón a ello la capacidad de elección responde a la legitimidad de contar 
con alternativas ante la concepción tradicional de “que un hombre no puede disponer 
de la vida de otro”. Es por ello, que a continuación se realiza una aproximación de la 
aplicación de la eutanasia como una tensión de derechos de un paciente que puede 




CAPITULO II. LA EUTANASIA COMO PROCEDIMIENTO MÉDICO EN 
EL QUE ENTRAN EN TENSIÓN LA DIGNIDAD HUMANA, EL DERECHO 
A LA VIDA Y EL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD 
 
 
1.  DIGNIDAD HUMANA COMO CONCEPTO 
 
Muchos filósofos y estudiosos del derecho a través de la historia como Bobbio, Kant, 
Santo Tomás y Norbert, establecieron el concepto de dignidad humana a partir de un 
paralelismo entre una sujeción moral y el estudio del ser, es decir lo ontológico y 
axiológico, para significar la grandeza de este principio respecto al reconocimiento de 
la persona como sujeto de derechos. 
 
El principio de dignidad humana es la clave para el reconocimiento de derechos de toda 
persona, esa dignidad es la que integra y es el fundamento de los derechos humanos, 
entre estos el derecho a la vida, libre desarrollo de la personalidad, derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales y del medio ambiente.  
 
En este aspecto, existen varios acercamientos respecto al concepto especialmente desde 
una aproximación filosófica, destacando a Kant la dignidad es el atributo “de un ser 
racional que no obedece a ninguna otra ley que la que el mismo se da (Cabedo, 2013)”. 
Por lo tanto, la “autonomía es el fundamento de la dignidad de la naturaleza humana o 
de toda naturaleza racional” (Hoster, 1992). Para otros autores, como Andorno, “la idea 
de dignidad constituye uno de los pocos valores comunes de la sociedad pluralista en 
la que vivimos” (Marín, 2014). 
 
En efecto, el principio de dignidad es comúnmente aceptado como la base de la 
democracia y su racionabilidad permanece indiscutida a nivel jurídico y político. La 
inmensa mayoría de las personas lo consideran como un dato empírico que no requiere 
ser demostrado, que todo individuo es titular de derechos fundamentales por su sola 
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pertenencia a la humanidad, sin que ningún requisito adicional sea exigible. Esta 
intuición común constituye lo que un autor denomina la actitud estándar, compartida 
por “personas de las más diversas orientaciones filosóficas, culturales y religiosas” 
(Marín, 2014), que hacen que este concepto sea aplicado de forma innata. 
 
En el marco internacional de los derechos humanos, la dignidad se constituye en un 
atributo de la condición humana en sí misma, sin importar calificativos de etnia, sexo, 
nacionalidad, religión, orientación sexual, posición social o idioma, ya que tiene sus 
fundamentos en la concepción de derechos, por el hecho de ser persona, siendo un valor 
intrínseco por el simple hecho de existir. 
 
La manera como se debe ver la dignidad humana es desde el punto de vista de la 
titularidad y la apropiación de este, es el valor máximo por excelencia, existiendo una 
interdependencia de los demás derechos respecto al mencionado. Es decir, al momento 
de solicitar su protección es obligatorio, pues lo es todo, desde un estado de bienestar, 
satisfacción de las principales necesidades, hasta la manera como se puede llegar al 
goce y disfrute de cada uno de los modos de vivir en sociedad, el respeto mutuo, la 
integralidad de pensamientos, el avance social y demás condiciones generadas por un 
contexto pluriétnico y pluricultural. 
 
Ahora bien, a medida que evoluciona la historia desde la concepción de una sociedad 
pluralista, democrática y participativa, se comienza a vislumbrar un mayor respeto por 
la autonomía, la autodeterminación y la libertad del ser desde todos sus aspectos, 
transformando así el concepto de eutanasia y de muerte digna, pasando de un sentido 
estrictamente médico y aplicable en casos extremos, a convertirse en un derecho en sí 
mismo, un derecho que le asiste a toda persona sin ningún tipo de discriminación. 
 
Lo anterior, en  virtud del ejercicio de su autodeterminación en unidad a su condición 
de ser humano o precisamente a su dignidad humana, que amplía el campo de 
aplicación de todos sus derechos, permitiendo de este modo tomar decisiones ejercer 
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su voluntad sin ser interrumpida más que por la esfera de derechos del otro,  y según 
como le sea conveniente, lo que para el significado objeto de estudio -eutanasia- 
vendría siendo un medio o el método por el cual se ejerce esa voluntad del ser, que 
conduce finalmente a la cesación de la vida de una forma deseada. 
 
Desde el punto de vista del fundamento de los derechos humanos, y no desde el 
concepto de estos en sí mismo, se habla de dignidad humana para referirnos al derecho 
que le asiste a todos los individuos respecto a su autonomía, autodeterminación y 
libertad con relación a otro derecho denominado vida; pero para dejar a un lado los 
conceptos que llevan a la decisión de finalizar con el ciclo vital, también se debe tener 
en cuenta que la vida debe ser vista desde unas condiciones óptimas, en el que se 
incluye el concepto de bienestar visto a su vez de manera individual. 
 
Es decir, desplazamos el concepto muerte y lo reemplazamos por vivir dignamente, en 
estado de bienestar y completa salud, por lo que entonces en ciertos casos el dejar de 
existir de una manera digna, sin dolor ni sufrimiento se convierte en la única salida de 
algunas personas; por lo que en últimas, se plantea una dicotomía de conceptos al 
momento de abordar la eutanasia en el cual se prefiere enaltecer la vida en condiciones 
de dignidad y hablar de la muerte en una forma placentera; donde no se permita ver la 
degeneración física de una persona, acompañada de padecimientos por la decisión de 
un tercero. 
 
1.1 RELACIONES DE LA EUTANASIA CON EL PRINCIPIO DE DIGNIDAD 
HUMANA 
 
La eutanasia como el procedimiento utilizado para llegar a la finalización del ciclo vital 
de una manera médicamente asistida y controlada, puede ser interpretado como un 
derecho adquirido, que presenta a su vez una colisión entre los instrumentos legales, 
los fundamentos de derechos humanos, y los aspectos morales, religiosos y éticos. 
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En este aspecto, se identifican argumentaciones que indican que el derecho a la 
eutanasia es un derecho extensivo de otro, como el de vivir dignamente, que faculta al 
sujeto de derecho y en algunos casos a su núcleo familiar de forma autónoma y libre, a 
tomar decisiones en circunstancias médicas plenamente establecidas, porque de lo 
contrario al permanecer en las condiciones extremas generadas por circunstancias de 
salud se estaría afectando la calidad de vida, la salud y dignidad humana. 
 
Se podría decir, desde este aspecto que la eutanasia es dual, debido a que puede ser 
concebida como límite a los derechos humanos, o como el desarrollo progresivo o 
evolutivo del derecho a vivir con dignidad, - lo que aplicaría también a la noción de 
dejar de existir-. Ligado a esto, se determina que dependiendo de la manera como esta 
se conciba, dicha práctica retoma la comprensión de factores que recogen la protección 
de otros derechos como el de la autodeterminación mediante la cual cada individuo 
sabe, entiende y aplica las decisiones sobre su cuerpo y su propia existencia.  
 
Es de esta manera, como la dignidad humana se constituye como el cimiento principal 
del ejercicio de la libertad y de la autonomía, lo que fundamenta el derecho en sí mismo 
con respecto a la eutanasia, evocando la vida digna en conexidad a la salud y el libre 
desarrollo de la personalidad de los sujetos de derecho, siendo entonces el nuevo pilar 
de una sociedad de derechos.  
 
La dignidad humana se establece entonces en el prisma que se direcciona hacia todos 
los derechos, y permite que las personas realicen el ejercicio desde su autonomía de 
tomar decisiones con relación a vivir dignamente, la cual es netamente individual e 
interna, dado que estas circunstancias pueden variar de un sujeto a otro. 
 
En ese sentido, morir dignamente más allá de la existencia y obligatoriedad de un 
soporte científico, implica el acceso a las herramientas necesarias, para que después de 
haber tomado la decisión de acuerdo con las condiciones definidas por ley se logre 
llevar a cabo los deseos del titular del derecho. 
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Paralelamente, es indispensable que para facilitar la concreción de derechos la 
reglamentación al respecto atienda al interés democrático y garantista del derecho, toda 
vez que el contexto político y social ha influido de manera significativa en el avance 
del ejercicio de este, lo que ha repercutido en el establecimiento de una regulación clara 
al respecto, con miras a garantizar que los individuos puedan acceder al procedimiento 
sin restricciones, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos. 
 
1.2  EL DESARROLLO DEL CONCEPTO DE DIGNIDAD HUMANA EN 
RELACIÓN CON LA EUTANASIA 
 
En el desarrollo del concepto de eutanasia, se ha presentado una evolución frente a la 
concreción material de derechos a la luz de la protección de la dignidad humana como 
su núcleo esencial; es así, como a partir del desarrollo legal se ha promovido que la 
individualidad del ser humano prime de tal modo que la garantía de los derechos 
aumenta, garantizando con ello la libertad y la autodeterminación de las personas. No 
obstante, existen limitaciones en cuanto al abuso del derecho, pues en función del 
Estado se determina hasta qué punto pueden llegar con el ejercicio de estos. 
 
Al respecto, en la actualidad el uso de la norma y de los pronunciamientos desde un 
sentido amplio y dirigido a la protección total de los derechos a la libertad, autonomía 
y autodeterminación, no es del todo aplicable, pues continúa prevaleciendo el derecho 
a la vida por encima de cualquier otro. Sin embargo, cuando estos derechos entran en 
tensión los Tribunales han aplicado diferentes conceptos y mecanismos como por 
ejemplo el de la ponderación para garantizar la protección del sentido de dignidad del 
ser humano. 
 
En esta línea, a continuación, se exponen algunos casos de Tribunales Internacionales 




 En el año 2002, en el caso Pretty vs Reino Unido el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos analizó la petición de una ciudadana británica 
quien afirmaba que “dado a que la legislación no permitía la aplicación 
del suicidio asistido, se le vulneraban los derechos a la vida, la vida 
privada, y la prohibición de tratos inhumanos o degradantes, 
establecidos en el Convenio Europeo de Derechos Humanos” (Petty vs 
Reino Unido, 2002). Es de anotar, que el padecimiento de la 
demandante correspondía a una enfermedad degenerativa de su 
sistema neurológico llamada esclerosis lateral amiotrófica (ELA).  
 
A pesar de su llamado por las múltiples complicaciones, dolores y 
sufrimiento que presentaba por la patología, el alto tribunal consideró 
que no se vulneraban los derechos mencionados, en razón a que la vida 
es un derecho que no tiene un contenido negativo por lo que es 
imposible aplicar algo contrario a este; además, el Estado está obligado 
a protegerlo y por ende no se puede anteponer otro derecho como el de 
la libertad o la autodeterminación para lograr afirmar que se podría 
decidir dejar de vivir. 
 
De igual forma, frente a la vida privada y la prohibición de tratos 
inhumanos, la protección de los derechos fundamentales como el de la 
vida está por encima de los demás, por lo cual la obligación de este 
mandato está encaminada a proteger a los más débiles o vulnerables, 
lo que para el caso concreto no era aplicable al ser contrario a aumentar 
su probabilidad de poner  fin a su vida sin probar otras alternativas más 
aún cuando el Estado debe garantizar la atención y tratamiento para 
combatir la enfermedad. 
 
 En el año 2011, en el caso Hass vs Suiza, la peticionaria solicitaba 
poner fin a su vida por trastorno psiquiátrico que presentaba y no le 
permitía tener una vida placentera y feliz. En esta oportunidad, el 
tribunal afirmó “un modo de proteger el derecho a la vida privada era 
el hecho de que la persona pudiera decidir el cómo y cuándo terminar 
su vida, ya que es su propio juicio que de manera libre lo lleva a esa 
decisión” (Caso Hass vs Suiza, 2011). 
 
Sin embargo, dentro del contexto del caso sub-examine, a pesar de no 
haber consenso alguno entre los países miembros de la Convención 
Europea de Derechos Humanos frente al suicidio asistido, se llegó a la 
conclusión que no había vulneración alguna por el hecho de que las 
autoridades suizas no entregaran medicamentos específicos para 




 En el año 2013, en el caso de la señora Gross vs Suiza se presenta una 
peticionaria de 80 años sin ninguna enfermedad física o mental, quien 
decide que “no quiere pasar por las penurias del envejecimiento y 
solicita el acceso al suicidio asistido, con el fin de poder terminar con 
su vida sin sufrimiento ni zozobra, ya que había intentado suicidarse” 
(Caso Gross vs Suiza, 2014). 
 
En esta oportunidad, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos da un 
paso más allá, pues se refirió al concepto de la autonomía, expresando 
que éste es un derecho que puede ir compaginado a la decisión de 
terminar con su propia vida. En razón a esto, la Corte obliga a Suiza a 
adoptar políticas claras y regular de manera amplia el procedimiento 
de muerte asistida sin desconocer a su vez, que el Estado no vulneró 
los derechos de la demandante, por cuanto aquél tiene obligaciones 
que cumplir en materia de protección del derecho a la vida y la 
prestación de servicios de protección a las personas que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad. 
 
 En 2013, en el caso Vicent Lambert vs Francia se estudia el caso del 
peticionario Lambert quien “después de un accidente en el año 2008 
quedó en estado vegetativo por lo cual su esposa realiza una solicitud 
de que sea aplicada la norma –Leonetti- que regula en el país los 
derechos de los pacientes en el final de su vida” (Caso Vicent Lambert 
vs Francia, 2015). 
 
En sede interna, el Consejo de Estado de Francia decide suspender la 
alimentación parenteral y el suministro de agua de Lambert. Frente a 
este hecho, los padres del paciente iniciaron acciones ante la Corte 
Europea de derechos Humanos para que se protegiera el derecho a 
vivir y se volviera a suministrar la alimentación y los líquidos 
necesarios. 
 
De esta manera, el Tribunal Europeo en la sentencia hace claridad 
respecto a las obligaciones del estado, tanto positivas como negativas; 
en el caso de la primera, afirma que se debe observar el criterio de cada 
Estado en cuanto a permitir o no el retiro de las medidas artificiales 
que mantienen la vida de una persona. Siendo así, el Estado cuenta con 
un margen de apreciación que debe permitir un equilibrio sin vulnerar 
derechos de los pacientes. 
 
Empero, también expresa que en Francia se prohíbe eliminar la vida 
artificial a la cual está sometida una persona, pero permite quitar los 
mecanismos del soporte vital, lo que para el caso concreto, repercute 
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en las decisiones que se tomen al respecto pues estas deben estar 
enmarcadas en un punto tal, que se respete la apreciación del Estado. 
 
Durante el tiempo de desarrollo sobre el tema de la muerte digna, se han presentado 
grandes polémicas respecto de los modos y/o medios que se utilizan para lograr 
terminar con la vida de alguien, independiente de su estado o condición. No obstante, 
gracias al desarrollo jurisprudencial los Estados han optado por proveer condiciones en 
la materia que sean concordantes con lo suscrito en Tratados y Convenios 
Internacionales, lo que ha producido una extensión normativa de obligatorio 
cumplimiento en el que los derechos fundamentales especialmente la vida y la dignidad 
humana son concebidos como complementarios e interdependientes, por lo que las 
situaciones que enfrenten su contenido deben ser resueltas a la luz de los principios de 
progresividad y no regresividad.  
 
En este marco, la progresividad de los derechos fundamentales hace que no sean 
limitados desde ningún punto de vista, por lo que a la hora de entrar en conflicto varios 
derechos fundamentales -incluso los que han sido producto de desarrollo 
jurisprudencial y de tratados internacionales- , deben ser sometidos a una ponderación, 
teniendo como fuente principal y núcleo esencial el enfoque de dignidad humana. 
 
1.3  CONCEPTO DE DIGNIDAD HUMANA PARA PACIENTES 
TERMINALES 
 
La dignidad humana es un concepto que surge enmarcando en una serie de premisas 
éticas, religiosas y morales, donde se debe respetar de manera íntegra cada uno de los 
derechos que una persona posee; con la modificación de las normas sociales, los 
cambios tecnológicos y científicos se logra describir y encontrar la aproximación del 
ciclo vital de una persona, principalmente cuando se enfrenta a algún tipo de 
enfermedad que lleva a que su estado sea terminal. 
Para lograr entender qué es un paciente terminal, se debe tener conocimiento de las 
circunstancias que lo hacen entrar en esta clasificación; para lo que existen muchas 
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maneras de definirlo, pero aun asi se deben usar las siguientes condiciones: a) tener 
una enfermedad que sea grave e incurable y, b) que no exista posibilidad de tratamiento 
alguno al momento de la valoración médica, lo que generaría la imposibilidad de 
curación o mejoría de la patología. 
 
Desde el momento en que socialmente el concepto comenzó a cambiar, los altos 
cuerpos colegiados como garantes de derechos, mediante la jurisprudencia comienzan 
una nueva interpretación en razón de este tipo de pacientes, enfocándose en las 
posibilidades diferentes de su estado crítico y especial, trayendo con sigo una 
protección especial frente al derecho a la dignidad humana como referente principal y 
coadyuvante de los demás derechos existentes. 
 
De acuerdo con esto, también se debe tener en cuenta que la conciencia de autonomía 
ha aumentado en los pacientes, sobre todo en aquello que sienten amenazada su 
dignidad y autodeterminación al acercarse al final de la vida, por lo que se replantean 
el proceso de morir de manera tranquila y sin dolor sobre todo en el marco de 
situaciones terminales, cobrando conciencia de la necesidad que se humanice su 
situación. 
 
En consecuencia, el hecho de prolongar innecesariamente el final de la vida -mediante 
recursos tecnológicos y médicos-, atenta contra la esencia propia del ser humano de ser 
capaz de decidir en su esfera interna y la voluntad que en ella se manifiesta, además a 
pesar de científicamente poder hacerlo, se menoscaba la dignidad del persona, 
pudiéndolo estructurar como una integralidad de sensaciones y sentimientos que a 
pesar de que no exista dolor, hace menos llevadera la situación; por ejemplo la 
imposibilidad de realizar labores cotidianas y personales, como la de bañarse o ir al 
baño, esto psicológicamente afecta no solo la integridad emocional del individuo sino 
tambien su calidad de vida y relación con el entorno.  
La Ley 1733 de 2014, reguladora de los servicios para el paciente terminal, explican 
una serie de circunstancias a la cual se somete, lo que a su vez invitan a reflexionar 
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sobre estos seres humanos y sus derechos, integrando las necesidades propias e 
individuales que tienen como paciente y desde su propia perspectiva de vida. 
 
“El paciente terminal  tiene derecho a ser tratado como un ser humano vivo hasta que 
muera, tiene derecho a ser cuidado por aquellos que pueden mantener un sentimiento 
de esperanza, tiene derecho a participar en las decisiones sobre su asistencia, tiene 
derecho a no sufrir dolor, a no morir sólo, a que se le responda honestamente a sus 
preguntas, pero sobre todo tiene derecho a ser atendido por personas cuidadosas, 
sensibles y conocedoras, que intenten comprender sus necesidades y sean capaces de 
obtener satisfacción ayudándolo ante la muerte”. (Berta Guevara; Ani Evies; Abraham 
Barrios, 2005), es difícil que un extraño pueda comprender del todo las necesidades 
físicas y psicológicas de un paciente terminal, por lo que entonces a pesar de ayudar a 
sobrellevar la enfermedad es imposible hacer al menos un acercamiento a lo que 
realmente piensa esta persona, si bien es cierto el apoyo es fundamental, además de los 
adelantos médicos y científicos, no se puede dejar a un lado la forma diferente como el 
propio individuo comienza a ver su existencia y a su entorno. 
 
Adicionalmente, se puede resaltar que en cierta medida el hecho de prolongar 
artificialmente una vida que es meramente biológica afecta la integridad funcional del 
concepto de vida personal, lo que inmediatamente es contrario a la dignidad de la 
persona. Por esta razón, es que el concepto intrínseco asociado a la vida es la 
integralidad que se debe alinear con la calidad, el bienestar y la libertad que de ella se 
desprende por lo cual la noción de vida digna requiere obligatoriamente de una muerte 
digna. 
 
Entonces, los presupuestos que se han materializado para proteger este ideal, es el 
consenso de que no se puede subrogar la voluntad del paciente, pues existe una 
conexión clara desde la protección del enfermo terminal frente a la posible vulneración 
de su dignidad y los derechos a la integridad física y moral, a no ser sometido a tratos 




1.4  LA EUTANASIA EN RELACIÓN CON LA AUTONOMÍA 
 
El debate en esta cuestión ha implicado también la relación multidimensional que 
conlleva la eutanasia con la del núcleo de autonomía de una persona, pues este 
elemento es un valor central que siempre está presente en la interpretación de derechos 
en una sociedad democrática y pluralista. En este sentido, la autonomía no es opuesta 
a la dignidad sino por el contrario maximiza su criterio y puede aumentar la capacidad 
de ejercicio de derechos de un individuo en condiciones equitativas, justas y adecuadas, 
es una manera de expresión desde el sentimiento de impotencia, desesperación y 
desesperanza que en cierta medida genera. 
 
En el ámbito médico esto se ha ido desarrollando desde la práctica y la evolución del 
concepto en que el paciente o enfermo es un sujeto pasivo, lo que ha acarreado que se 
adquiera una concepción respetuosa con el carácter de sujeto de derechos que debe ser 
reconocido a un individuo, y que por lo tanto lo faculta para tomar las decisiones que 
considere adecuadas para su propio bienestar.  
 
Por lo que es importante tener claridad respecto de que la única manifestación al límite 
del ejercicio de los derechos tiene como margen aceptable de interferencia el daño a la 
esfera de los derechos de terceros, idea que legitima, que solo exige justificación y 
admite solo la interferencia del ámbito individual de una persona y es la dueña de su 
propio derecho. 
 
Es decir, los derechos mencionados implican un sentido de libertad y autonomía en 
toda su comprensión “el término tiene como uno de los status deónticos con los que se 
precisa la noción de derecho subjetivo (Montoro, 1981)”, lo cual en el marco del 
suicidio asistido o eutanasia, se traduce en “una libertad de todo individuo, tanto la 
eutanasia como el auxilio al suicidio, demandados libremente por el individuo al que 
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se prestará tal ayuda, no sólo no son un mal punible, sino que forman parte del ejercicio 
de ese derecho” (Asociación Federal , 2014). 
 
Por otro lado, se establece una característica adicional a este criterio y es el hecho de 
que la vida constituye un derecho no un deber, lo que significa que, aunque el derecho 
a la vida es en alguna dimensión el más valioso, tambien es cierto que lo que da un 
sentido integral al plexo de derechos es la autonomía, libertad y dignidad como 
fundamentos de nuestra capacidad individual de plenitud y disposición. 
 
De acuerdo con ello, la expresión ampliada del ejercicio de un derecho es el hecho de 
tener los medios para decidir y hacer posible la elección de un individuo, situación que 
para la eutanasia se materializa en el “Ni derechos ni deberes son absolutos, sino que 
deben ajustarse a los límites que impone el hecho de que convivimos con otros sujetos 
y, por tanto, a los límites que derivan de la inevitabilidad de los conflictos de derechos. 
Es evidente que, como los demás derechos, el derecho a la vida no es absoluto y debe 
ser conjugado con el resto, comenzando por lo que es el derecho más valioso, el 
derecho a la libertad” (Hugo Tórtora Aravena, 2010). 
 
1.5 LA EUTANASIA EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS HUMANOS 
 
A través del progreso normativo en los diferentes países, que a la fecha han incorporado 
en su legislación la posibilidad de aplicación de la eutanasia como derecho o facultad 
de un paciente terminal o con características específicas, se hacen un uso cada vez 
mayor de herramientas o instrumentos creados para evitar la vulneración de los 
derechos, caso en concreto la libertad, autodeterminación, dignidad etc. Que 
intervienen en una decisión propia e individual con el fin de garantizar que en estos 
países continúe la progresividad de derechos, aplicando no solo la normatividad propia 
o interna, sino tambien tratados internacionales y el análisis e integración del derecho 
comparado, todo esto con el fin de coadyuvar a la práctica y goce de la gama de 




Desde el preámbulo de la Declaración Universal de Derechos Humanos, se considera 
que la libertad es reconocida como parte fundamental e inseparable de la dignidad 
humana, desde allí se comienza entonces a determinar que esta abarca la esfera 
personalísima del ser humano; siendo este el eje principal de los derechos, acuerdos y 
tratados internacionales, cuya existencia es la que genera todo tipo de transformación 
normativa. 
 
La aplicación de los tratados internacionales en Colombia ha generado un importante 
cambio en la legislación, al punto de apartarse un poco de los preceptos morales y 
religiosos, para llegar a la aceptación de la interrupción de la vida de un ser humano 
antes de tiempo por su propia decisión, demostrando de este modo la progresión de 
derechos, la aplicación, respeto y mejora de los mismos en una sociedad cambiante, 
que acepta la evolución e integra a cada individuo como corresponde. 
 
Pero se da un paso más allá, desde las consideraciones de la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre, se hace referencia no solo a la protección del ser 
humano y sus derechos, sino que incluye la evolución de estos y el alcance de la 
felicidad; entrelazándolo con el artículo primero, y el derecho a la libertad, lo que 
faculta al individuo para decidir respecto de su propia vida, más aun cuando el dolor y 
sufrimiento no proporciona una felicidad efectiva y por ende un goce pleno de los 
derechos que como persona tiene. 
 
De igual modo desde 1968 con la integración de los Pactos Internacionales de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, de Derechos Civiles y Políticos, así como el 
Protocolo Facultativo, en 1969 con la Convención Americana de Derechos Humanos 
o pacto de San José de Costa Rica, y en 1999 con el Protocolo Adicional a la 
Convención Americana de San Salvador; Colombia confirma su compromiso con la 
continuidad, progresividad, respeto y salvaguarda de los derechos del individuo, 
además de la implementación de medidas que garanticen el goce pleno de estos sin 
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límite más que el propio. Tratados integrados en el marco normativo interno, lo que 
garantiza su prevalencia y observancia en el territorio nacional. 
 
Definiendo el Bloque de Constitucionalidad como la manera de adoptar normas que 
surgen por tratados entre los países, por lo que la Corte Constitucional Colombiana 
mediante Sentencia C- 225 DE 1995 (al analizar el alcance del Artículo 93 de la 
Constitución Política - naturaleza de los Tratados y Convenios Internacionales-), los 
interpreta o define como la Unidad jurídica, compuesta por Normas y Principios que 
aunque sin aparecer formalmente en el articulado del texto Constitucional, son 
utilizados como parámetros de control de las Leyes por cuanto han sido integrados 
normativamente a la misma Constitución, y permite analizar pronunciamientos de 
jurisprudencia de cortes internacionales para ser aplicadas por los cuerpos colegiados 
internos, como se puede ver con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
 
“El estudio de la jurisprudencia interamericana permite ilustrar el camino en el cual los 
postulados teóricos y filosóficos de los tratados internacionales sobre derechos 
humanos se materializan en derechos exigibles en casos concretos.” (Bohórquez & 
Aguirre, 2009) por lo que para el caso de Colombia al ser parte del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, la aplicación de los derechos debe ser 
materializada de acuerdo al tema específico; como ejemplo se puede tomar la vida 
digna como parte del análisis primario del Artículo 4.1 de la Convención Americana, 
este Derecho se tiene como núcleo esencial de protección la abstención de que el Estado 
o alguno de sus Agentes Estatales realicen actos contrarios a los que garanticen el goce 




A pesar de existir en Colombia normas que están a favor de la vida, evitar cualquier 
tipo de menoscabo respecto de esta, mediante la implementación progresiva de nuevas 
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maneras de ejercer otros derechos fundamentales como el de la libertad y la dignidad 
humana, se genera entonces la imposibilidad al estado para que imponga o interfiera 
en las decisiones propias de un sujeto respecto de su existencia, claro está sin vulnerar 
los derechos de los demás.  
 
La dignidad humana tiene una estructura de valor y a su vez de conjunto normativo 
como lo expresa Moncho Pascual en su análisis “sobre la dignidad humana”, como 
tambien define de manera muy clara la relación de los derechos con la dignidad humana 
como eje fundante, en el que la autodeterminación es importantísimo: “el hombre 
decide por sí mismo los fines y valores que quiere perseguir. Esta capacidad decisoria 
de fines y valores es un rasgo que forma parte de la noción de la dignidad humana”.  
(Moncho, 2003) 
 
Es muy amplio el concepto de dignidad humana, desde que se inició su desarrollo se 
ha considerado el derecho que siempre está ligado a otros, por lo que se puede decir 
que es el que recoge la existencia del ser aplicable desde cada una de las esferas o 
ámbitos que se presentan en la vida, como la social, la política, la económica, la 
jurídica-normativa, en fin; la evolución y creación de nuevas reglas debe ir siempre en 
concordancia con el derecho mencionado. 
 
En el Caso de Artavia Murillo, con la anulación del Decreto Ejecutivo que permitía la 
fecundación in vitro se comenzó la reclamación de derechos, no solo internos, tambien 
de los que se implementaron en el ordenamiento interno de Costa Rica mediante 
Convenciones y tratados como los de la Convención América de Derechos Humanos 
en sus Artículos 1 (Obligación de respetar los derechos), 2 (Deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno), 4 (Derecho a la vida), 5 (Derecho a la Integridad 
Personal) , 7 (Derecho a la libertad personal) , 8 (Garantías Judiciales),11 (Derecho a 
la honra y dignidad), 24 (Igualdad ante la ley) , 25 (Protección Judicial), 27 (Protección 
a la familia); Asi como de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
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en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San 
Salvador") y otras convenciones.  
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, realizo un amplio análisis respecto de 
la Convención Americana de derechos Humanos, en su artículo 4. Numeral 1. derecho 
a la vida, además de los artículos 7. Derecho a la libertad y a la vida privada y artículo. 
11 protección de honra y dignidad. En esta ocasión, en su análisis se dejó claro que el 
Estado  tiene obligación de no interferir de forma arbitraria en la vida personal, por lo 
que el derecho a la libertad personal “constituye el derecho de toda persona en 
organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias 
opciones y convicciones” (Caso Artavia Murillo y Otros, 2012).  
 
En este sentido, la vida privada abarca todos aquellos factores relacionados con la 
dignidad del individuo, la determinación de su identidad, y la posibilidad de definir sus 
propias actuaciones. 
 
Adicionalmente, la Corte consideró que el objeto del derecho a la vida no implica la 
desprotección de otros derechos, pues este derecho no tiene un carácter absoluto, por 
lo que se debe buscar es un balance general en la garantía de los derechos e intereses 
que se encuentren en conflicto. Es así, como la vida y los procesos que impliquen su 
concreción – incluyendo la muerte- consisten en generar condiciones mínimas y 
compatibles con la dignidad de la persona y que por tanto no exista ninguna categoría 
que le impidan este disfrute o acceso.  
 
De igual forma, bajo esta óptica es necesario adoptar las medidas positivas necesarias 
para satisfacer los derechos en mención en condiciones dignas y básicas (especialmente 
personas en situación de vulnerabilidad), por lo cual la existencia de dichas condiciones 
garantizará el ejercicio de otros Derechos; además el avance científico ha hecho que 
cada vez se prolongue mediante modalidades artificiales la vida, sin poder mejorar al 
mismo tiempo las condiciones físicas del individuo en algunos casos, convirtiéndose 
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entonces en una existencia indigna, colmada de dolores, sensaciones de malestar, 
ansiedad, miedos y en general todos aquellos sentimientos que impiden tener un goce 
pleno del derecho a estar vivo; incluso podría decirse que por los apegos emocionales 
o las esperanzas desmedidas se puede llegar al punto de mantener con vida a una 
persona que físicamente no podrá volver a la normalidad. 
 
“Es importante tener en cuenta ambos procesos, el biológico y el humano (social, 
cultural), así como la repercusión de ambos en el entorno familiar y social. Es 
igualmente importante el modo de situarse cada persona ante la muerte propia y la de 
otros, como los familiares o la ajena. También hay que tener en cuenta cómo se sitúa 
cada persona ante las posibilidades y recursos actuales de la medicina y de las 
tecnologías asociadas a su ejercicio. Son todas estas cuestiones antropológicas que 
condicionarán el enfoque con que se traten las perplejidades éticas” (MASIA, 2007). 
 
Así mismo, se establece que el proyecto de vida es consustancial a la existencia y 
requiere para su desarrollo condiciones de vida digna, de seguridad y de integridad para 
la persona humana, por lo que toda consideración en el marco de la eutanasia se debe 
direccionar a la protección de los derechos de quien padece la enfermedad¸ incluso 
llegando al punto de extinguir la vida dignamente desde la voluntad y autonomía del 
propio sujeto.  
 
Por otro lado, a nivel del Sistema Universal podemos identificar otro referente, pues en 
el análisis del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas en 2001 se realiza 
una aproximación categórica al tema de la Eutanasia. Cabe anotar que esto es de 
relevante importancia para Colombia al ser parte del Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos desde 1976 (Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 2008). 
 
 
De acuerdo con esto, el Comité examinó la eutanasia y el suicidio asistido, en donde 
reconoce que las leyes relativas a los procedimientos sobre poner fin a la vida previa 
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petición, son el resultado de un debate sobre una cuestión jurídica y ética.  
 
Por ello, es importante que se trate de proporcionar claridad jurídica en una situación 
que ha evolucionado en la jurisprudencia y la práctica médica durante años. En razón 
a esto, si un Estado trata de disminuir la protección jurídica en relación con un acto 
para poner fin a la vida de una persona, el pacto – de Derechos Civiles y Políticos- le 
obliga a aplicar un análisis para determinar si se cumplen las obligaciones del estado 
de garantizar el derecho a la vida. 
 
El Comité expresa en este criterio que la elevada cifra en los casos de eutanasia y 
suicidio asistido podría plantear algunas dudas en cuanto a si el sistema solo se aplica 
en casos extremos en que se cumplen íntegramente todas las condiciones esenciales.  
 
A pesar de ello, se ratifica que el Estado ha de garantizar que los procedimientos 
empleados ofrezcan las debidas salvaguardias contra el abuso, el mal uso o indebida 
influencia de terceros; de igual forma, se debe investigar si existen violaciones del 
derecho a la vida en situaciones no comprendidas en la regulación sobre la eutanasia, 
además de investigar el número de casos y sobre los resultados de los procedimientos 
judiciales derivados de ellos. 
 
Es importante además resaltar que, en el análisis global respecto a los derechos 
involucrados en el procedimiento de eutanasia, se constituye una concepción global de 
la obligatoriedad de los derechos humanos “los derechos humanos incluyen tanto 
derechos como obligaciones. Los Estados asumen las obligaciones y los deberes, en 
virtud del derecho internacional, de respetar, proteger y realizar los derechos humanos. 
La obligación de respetarlos significa que los Estados deben abstenerse de interferir en 
el disfrute de los derechos humanos, o de limitarlos” (Naciones Unidas, s.f.). 
 
De acuerdo con esto, los derechos humanos revisten la característica especial de la 
Inherencia, esto en la medida en que corresponden a todos y cada uno de ellos, por el 
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solo hecho de pertenecer a la especie humana como distinta e independiente de las 
demás especies. Son esenciales para el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
para la felicidad humana. Estos derechos son inviolables porque no solamente son 
vitales para el libre desarrollo de la personalidad sino también porque sin ellos el 
hombre sería reducido al nivel de otras especies. 
 
De este modo, la esencia del libre desarrollo de la personalidad como derecho, es el 
reconocimiento que el Estado hace de la facultad natural de toda persona a ser 
individualmente como quiere ser, sin coacción, ni controles injustificados o 
impedimentos por parte de los demás. El fin de ello es la realización de las metas de 
cada individuo de la especie humana, fijadas autónomamente por él, de acuerdo con su 
temperamento y su carácter propio, con la limitación de los derechos de las demás 
personas y del orden público. 
 
En esencia, se ha establecido que “hay diversas manifestaciones concretas que 
expresan el genérico derecho al libre desarrollo de la personalidad: unas u otras 
concepciones laicas o religiosas sobra la vida digna, que configuran las diversas 
opciones personales en torno a cómo vivir y, por lo tanto, la elección de cómo y cuándo 
morir” (Martinez, 2005) 
 
Por este motivo, se ha concluido que los temas concernientes a la eutanasia deben ser 
resueltos por medio de “la interpretación jurídica y ponderación, tanto de los derechos 
y valores constitucionales previsto dentro del ordenamiento jurídico, esto en razón a 
que no ha sido expresamente consagrado el derecho a morir dignamente, solo podría 
inferirse de la aplicación del mismo” (Corte Constitucional, 2001). 
 
Se deduce entonces que el “buen morir” es parte integral de la persona y que la 
posibilidad de que esta condición se materialice como un derecho autónomo, tiene una 
relación directa con la dignidad humana y el disfrute de otros derechos elementales de 
los cuales se es titular. Es así, como este presupuesto es de obligatorio cumplimiento a 
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la luz de los derechos humanos y de acuerdo con los lineamientos y los estrictos pasos 
que deben seguirse según la resolución 1216 de 2015, expedida por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. 
 
La aplicación de la eutanasia debe ser vista como un acto de amor, que permita que la 
persona por la cual se tiene sentimientos descanse de los padecimientos que día a día 
disminuyen su calidad de vida, “la idea más básica de la eutanasia está relacionada con 
la benevolencia. La vida humana es un valor prima facie, pero eso no significa que la 
vida humana es siempre el valor supremo. Existen situaciones en las cuales es mejor 
estar muerto que continuar con los sufrimientos de la vida. En la eutanasia se deja morir 
o se mata directamente a la gente porque el interés del destinatario es dejar de vivir. 
Cuando alguien -por ejemplo- está sufriendo dolores terribles y pide morir es muy cruel 
ser indiferentes y proveer todos los medios artificiales para mantener una vida sin 





CAPÍTULO III. LA EUTANASIA, UNA NUEVA REALIDAD EN COLOMBIA 
 
 
1.  LA EUTANASIA EN EL DESARROLLO JURISPRUDENCIAL 
 
En algunos países el avance científico, social y jurídico, además del aumento de la 
expectativa de vida, está generando un cambio drástico en la concepción que se tiene 
respecto del final de la vida, pasando a una época en la que el respeto a la autonomía 
y la autodeterminación pasan a ser derechos principales, ligados a la intimidad, a la 
dignidad y la vida privada que traen consigo un cambio de perspectiva. 
 
En el caso de Colombia, desde hace varios años se establecieron los lineamientos por 
los cuales se debe regir esta práctica y en la que se despenaliza parcialmente la conducta 
de quienes asistan la muerte de otra persona. No obstante, han transcurrido más de 16 
años desde que este organismo ordenó reglamentar la eutanasia, sin haber tenido éxito 
hasta hace poco. 
 
En Sentencia T-493 de 1993, la Corte Constitucional estableció que el libre desarrollo 
de la personalidad representa un núcleo fundamental de derechos de un individuo, por 
lo cual debe existir protección especial para las personas que voluntariamente deciden 
no recibir un tratamiento médico. En concordancia, se determinó que “el derecho al 
libre desarrollo de la personalidad corresponde a la libertad de los individuos para 
adoptar la forma y el desarrollo de vida que más se ajuste a sus ideas, sentimientos, 
tendencias y aspiraciones” (Corte Constitucional, 1993). Si bien, la controversia no 
giró en torno a la aplicación de la eutanasia directamente, fue la primera vez que el 
Tribunal decidió un caso en esta materia.  
 
En Sentencia C-239 de 1997 la Corte definió: “El deber del Estado de proteger la vida 
debe ser entonces compatible con el respeto a la dignidad humana y al libre desarrollo 
de la personalidad. Por ello la Corte considera que frente a los enfermos terminales que 
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experimentan intensos sufrimientos, este deber estatal cede frente al consentimiento 
informado del paciente que desea morir en forma digna” (Corte Constitucional, 1997), 
es decir, no estamos hablando solamente de proteger un derecho que se proclama 
inviolable como lo es el derecho a la vida, sino que como esta corporación argumenta 
se trata de los derechos que vienen en conexidad con él. 
 
La Corte consideró por ello, “que el Estado no puede oponerse a la decisión del 
individuo que no desea seguir viviendo y que solicita le ayuden a morir, cuando sufre 
una enfermedad terminal que le produce dolores insoportables, incompatibles con su 
idea de dignidad” (Corte Constitucional, 1997).  
 
En este entendido, se incluye la manera como puede ser entendida la dignidad de un 
paciente terminal, cuando habla de los esfuerzos sin resultados positivos, imposibilidad 
de mejorar y “que se reduzca la carga de sufrimientos y padecimientos que resultan 
vanos en la medida en que los esfuerzos médicos, objetivamente se revelen inidóneos 
para curar la enfermedad que lo aqueja y que tiene carácter irreversible.” (Corte 
Constitucional, 1997) 
 
Por consiguiente, si “un enfermo terminal que se encuentra en las condiciones objetivas 
que plantea el artículo 326 del Código Penal considera que su vida debe concluir, 
porque la juzga incompatible con su dignidad, puede proceder en consecuencia, en 
ejercicio de su libertad, sin que el Estado esté habilitado para oponerse a su designio, 
ni impedir, a través de la prohibición o de la sanción, que un tercero le ayude a hacer 
uso de su opción. No se trata de restarle importancia al deber del Estado de proteger la 
vida sino, como ya se ha señalado, de reconocer que esta obligación no se traduce en 
la preservación de la vida sólo como hecho biológico”. (Corte Constitucional, 2017) 
 
Por tal razón, se consideran unas condiciones para que el procedimiento sea válido y 
se adecúe según los lineamientos dados por la Corte. “En primer lugar, debe existir una 
verificación rigurosa (por personas competentes) que establezca la situación real del 
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paciente; en segundo lugar, debe existir una indicación clara de las personas que 
intervendrán en el proceso; en tercer lugar, deben existir unas circunstancias bajo las 
cuales la persona afectada pueda manifestar su consentimiento; en cuarto lugar, deben 
establecerse las medidas que deben ser usadas para obtener el resultado (de homicidio 
por piedad); por último, debe haber una incorporación previa a un proceso educativo 
de temas como el valor de la vida, libertad y autonomía de la persona” (Corte 
Constitucional, 2014). 
 
La Sentencia en mención, abrió una cantidad de debates, que inicia con la idea de 
acompañamiento a la decisión de no vivir más de un individuo como deseo, en el cual 
se aplica la autonomía, autodeterminación y libre desarrollo de la personalidad; a pesar 
de los fundamentos expuestos, la Corte comienza a dar una serie de definiciones y a 
analizar desde un punto de vista menos drástico, impositivo y religioso, una serie de 
herramientas a quienes estaban a favor de la muerte digna. 
 
En años posteriores continúa la dinámica jurisprudencial, como el caso de la Sentencia 
C-045 de 2003, en donde se analiza una demanda la inconstitucionalidad al Artículo 
107 de la Ley 599 de 2000 como norma nueva que establece el homicidio por piedad, 
principalmente porque se vulneran derechos fundamentales expuestos en la sentencia 
anterior, pero que el alto cuerpo colegiado se “inhibe de proferir fallo por ineptitud 
sustantiva de la demanda” (Corte Constitucional, 2003). 
 
En Sentencia T-514 de 2006, la Corte Constitucional expuso que si una persona 
padecía de una enfermedad incurable y que además produjera un alto impacto sobre 
su calidad de vida era posible agotar todas las posibilidades médicas disponibles para 
preservar su existencia en condiciones dignas.  
 
En este aspecto, el respeto de esta última condición aunado a la autonomía, es vital 
pues se predica que una persona “tiene derecho a que se le garanticen unas mínimas 
condiciones para aliviar sus dolencias y abrigarle esperanzas de recuperación y de 
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prolongación de la vida amenazada, si ese es su deseo” (Corte Constitucional, 2006). 
(Subrayado fuera de texto) 
 
En Sentencia T-1087 de 2008, la Corte delimitó el contenido y alcance del derecho al 
tratamiento paliativo en donde se analizaron disposiciones legales relativas a la 
autorización y trámites administrativos. “De allí, se rescata el hecho de que no se 
pueden imponer limitaciones a la prestación de servicios pues esto puede constituir un 
obstáculo en el ejercicio del derecho a la salud, lo cual puede perfectamente aplicable 
para la extensión de otros procedimientos médicos como la eutanasia” (Corte 
Constitucional, 2008). 
 
En Sentencia T-971 de 2011, se reitera que los cuidados paliativos son un conjunto de 
prestaciones sobre las cuales no “hay una determinación de carácter específico, sobre 
los medicamentos, tratamientos y/o procedimientos” (Corte Constitucional, 2011).  
 
A pesar de ello, la Corte recuerda que se ha construido una fundamentación sólida en 
lo que implican las enfermedades terminales y el derecho a vivir dignamente, por lo 
cual existen obligaciones del Estado y de la sociedad civil para garantizar el derecho 
de personas que se encuentran en esta situación. Además, el eje central de este tipo de 
circunstancias es la materialización de derechos constitucionales, los principios como 
la vida, y los valores como la dignidad y solidaridad, pues estos constituyen los pilares 
y “arquitectura de nuestro régimen político - jurídico y en general del Estado Social de 
Derecho” (Corte Constitucional, 2011). 
 
En el año 2018, el alto cuerpo colegiado se pronuncia nuevamente de la atención 
integral de los pacientes con necesidades especiales, como el caso de pacientes con 
cáncer que requieren de cuidados paliativos, recordando nuevamente la obligación del 
sistema de seguridad social en salud “la Ley 1751 de 2015 la cual precisó el contenido 
del principio de integralidad en materia de salud al señalar que no podrá fragmentarse 
la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de 
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la salud del usuario del SGSSS y que “los servicios y tecnologías de salud deberán 
ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, 
con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de 
provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador”. A partir de lo 
anterior, el legislador también dispuso que cuando se genere alguna duda sobre el 
alcance de un servicio de salud cubierto por el Estado, deberá entenderse que el mismo 
comprende todos aquellos elementos que resulten esenciales para lograr su objetivo 
médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada. 
 
El artículo 8° de esta ley estableció expresamente que el tratamiento integral debe 
incluir el suministro de todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, 
intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social 
del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren 
en el POS o no” (Corte Constitucional, 2018). 
 
Es a partir de la Sentencia T-970 de 2014, que se indica que “la ausencia legislativa no 
es causal para negar el derecho, que se ordena al Ministerio de salud diseñar y plantear 
(en un plazo de 30 días) la ruta que garantice la muerte digna y por supuesto se exhorta 
al Congreso a regular el derecho fundamental a morir dignamente.” (Corte 
Constitucional, 2014). 
 
En este caso, la actora invoca la postura del alto cuerpo colegiado en la Sentencia C-
239 de 1997, para que se le permita morir dignamente, dado sus graves padecimientos, 
entre los que estaban dolores, pérdida de peso, intervenciones quirúrgicas, graves 
consecuencias del cáncer que padecía y que no había tenido culpa alguna de que la 
enfermedad se presentase en su cuerpo, para lo que solicitaba que Coomeva EPS 





Siendo así, el juzgado que conoció el caso en primera instancia decidió no tutelar los 
derechos invocados, porque no existía ningún tipo de regulación normativa de la cual 
se pudiera extraer y que  hacían parte de la esfera de derechos a proteger de la 
demandante e hizo referencia a las posibilidades terapéuticas existentes, como es el 
caso de los cuidados paliativos y demás que permitían llevar una vida digna; motivo 
por el cual se convierte en una sentencia muy interesante y a su vez en un hito, pues de 
ella se desprende un sinnúmero de reconocimientos a los pacientes con enfermedad 
terminal. 
 
La sentencia genera una definición de eutanasia muy positiva, en la que se hace claridad 
respecto de la imposibilidad de tener una definición universal, esto porque existen 
muchos significados, desde el etimológico hasta los dados en las cortes, por 
doctrinantes y demás; lo que sí es de vital importancia es que hace resaltar los 
elementos que deben ser cumplidos como “(i) el sujeto pasivo que padece una 
enfermedad terminal; (ii) el sujeto activo que realiza la acción u omisión tendiente a 
acabar con los dolores del paciente quien, en todos los casos, debe ser un médico; (iii) 
debe producirse por petición expresa, reiterada e informada de los pacientes”. (Corte 
Constitucional, 2014). 
 
Aunado a ello, la Corte establece en este marco que la dignidad humana es el principio 
rector y valor constitucional que ha sido el fundamento prevalente para despenalizar el 
homicidio por piedad cuando se cumplan determinadas condiciones, lo que propicia 
que se reconozca el derecho a morir dignamente, trayendo conceptos anteriores, como 
“sin la dignidad humana difícilmente se garantiza la vida pues no puede reducirse a la 
mera subsistencia, sino que implica el vivir adecuadamente en condiciones de 
dignidad” (Corte Constitucional, 1997). 
 
Por último, se dispone que el deber constitucional del Estado en el sentido de proteger 
la vida también debe ser compatible con otros derechos -como el de la dignidad y la 
autonomía-, en razón a que, si los derechos se convierten en obligaciones, la idea de 
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Estado Social y Democrático de derecho carecería de contenido. Es por esto, que “el 
Estado no puede oponerse a la decisión del individuo que no desea seguir viviendo y 
que solicita le ayuden a morir, cuando sufre una enfermedad terminal que le produce 
dolores insoportables, incompatibles con su dignidad” (Ruy Pérez Tamayo, 2016). 
 
En este mismo año, se genera la Sentencia C- 233 de 2014 en la cual, la Corte 
Constitucional reiteró nuevamente el concepto de cuidados paliativos. Es así como se 
dispone que es necesario regular aspectos relativos al núcleo esencial del derecho a la 
vida en conexidad con la dignidad, pues esto tiene repercusión en nociones 
estructurales de la vida de los pacientes, en este sentido “la regulación concierne a 
derechos fundamentales, tiene, a su turno, un componente de restricción o limitación 
voluntaria a la vida que ha sido catalogado como uno de los más trascendentales, si no 
el más trascendental. […] está en juego la irreversibilidad de la vida y, por ende, el 
rigor con que debe surgir la determinación en torno al derecho a morir dignamente, aún 
respecto a la eutanasia pasiva previamente declarada por la persona” (Corte 
Constitucional, 2014). 
 
En Sentencia T-423 de 2017, la Corte manifiesta que el derecho fundamental a la salud 
incluye elementos esenciales e interrelacionados que implica que se tengan en cuenta 
los principios de universalidad, continuidad, oportunidad y solidaridad, además de un 
principio transversal que es el de integralidad, por lo que el sistema debe brindar 
servicios de “promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, 
paliación y todo aquello necesario para que el individuo goce del nivel más alto de 
salud posible o padezca el menor sufrimiento posible” (Corte Constitucional, 2017). 
 
Argumenta el Tribunal, que uno de los principales inconvenientes de la prestación del 
servicio de salud son los múltiples trámites administrativos y burocráticos que retrasan 




En este aspecto, las graves consecuencias que afectan a los usuarios se pueden 
identificar como: “a) Prolongación del sufrimiento, que consiste en la angustia que les 
produce a las personas tener que esperar demasiado tiempo para ser atendidas y recibir 
tratamiento; b) Complicaciones médicas del estado de salud, la persona ha tenido que 
esperar mucho tiempo para recibir la atención efectiva;  c) Daño permanente, cuando 
ha pasado demasiado tiempo entre el momento en que la persona acude al servicio de 
salud y hasta el momento en que recibe la atención efectiva; d) Discapacidad 
permanente, el tiempo transcurrido es tal entre el momento que el paciente solicita la 
atención y hasta cuando la recibe, que la persona se vuelve discapacitada; e) Muerte, 
se puede dar cuando la falta de atención pronta y efectiva se tarda tanto que reduce las 
posibilidades de sobrevivir o cuando el paciente necesita de manera urgente ser 
atendido y por alguna circunstancia el servicio es negado” (Corte Constitucional, 
2013). 
 
Estas barreras entonces presentan una extensión injustificada de dolencias, 
disfuncionalidades y padecimientos que vulneran el derecho a la integridad personal, 
la vida y la dignidad humana, lo cual puede presentarse en factores condicionantes para 
el acceso pleno a un servicio específico -como el de la eutanasia-; según esto, se 
recuerda, que la protección constitucional del derecho a la salud está dirigida a proteger 
los componentes de la calidad de vida y condiciones de subsistencia del individuo, por 
lo que es fundamental que el servicio de salud se preste “de manera oportuna, eficiente 
y con calidad, de conformidad con los principios de continuidad, integralidad e 
igualdad” (Corte Constitucional, 2015).  
 
En Sentencia T-721 de 2017, se reitera que la Corte Constitucional elevó el derecho a 
morir dignamente a la categoría de fundamental, con particular atención a la dignidad 
humana y autonomía individual. En este sentido, alude que “el propósito principal de 
la existencia de la persona es que aquella pueda desarrollar su proyecto de vida, pues 
no se puede concentrar el término vida en la sola subsistencia vital de una persona” 
(Corte Constitucional, 2017).  
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Sostiene, además, que en el marco de las directrices expedidas por parte del Ministerio 
de Salud y algunos fallos constitucionales se dirige cada vez más hacia la humanización 
en la atención de los pacientes y la protección de la calidad de vida de éstos. Por este 
motivo, los derechos de los pacientes se deben ejercer sin ningún tipo de restricción y 
entre ellos se incluye: 
 
1. “Su derecho a disfrutar de una comunicación plena y clara con el médico, apropiadas 
a sus condiciones sicológicas y culturales, que le permitan obtener toda la información 
necesaria respecto a la enfermedad que padece, así como a los procedimientos y 
tratamientos que se le vayan a practicar y el pronóstico y riegos que dicho tratamiento 
conlleve. También su derecho a que él, sus familiares o representantes, en caso de 
inconsciencia o minoría de edad consientan o rechacen estos procedimientos, dejando 
expresa constancia ojalá escrita de su decisión.  
 
2. Su derecho a que se le preste durante todo el proceso de la enfermedad, la mejor 
asistencia médica disponible, pero respetando los deseos del paciente en el caso de 
enfermedad irreversible. 
 
3. Su derecho a morir con dignidad y a que se le respete su voluntad de permitir que el 
proceso de la muerte siga su curso natural en la fase terminal de su enfermedad.” (Corte 
Constitucional, 2017) (Subrayado fuera de texto) 
 
Es bajo este criterio, que se provee como derecho absoluto el morir con dignidad, por 
lo cual se predica que este derecho desde múltiples dimensiones, dentro de lo que se 
incluye la muerte anticipada o la eutanasia, tratándose de un conjunto de condiciones 
que permiten que una persona pueda ejercer su autonomía y control sobre el proceso 
de su muerte. 
 
En consecuencia, la Corte indica que las dimensiones en mención son identificables de 
la siguiente manera: 
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1. “Procedimiento eutanásico, regulado en la Resolución 1216 de 2015: En el caso de 
los pacientes que padecen enfermedades terminales, que les causan intensos dolores, 
cuando lo solicitan por sí mismos o a través de otra persona. Este procedimiento está 
en cabeza de los Comités Científicos-Interdisciplinarios para el Derecho a Morir con 
Dignidad, a cargo de las I.P.S que tengan habilitado el servicio de hospitalización de 
mediana o alta complejidad para el cuidado paliativo. 
 
2. Limitación del esfuerzo terapéutico o readecuación de las medidas asistenciales: El 
paciente que padece una enfermedad en fase terminal o crónica, degenerativa e 
irreversible, con alto impacto en la calidad de vida, por sí mismo, o a través de 
interpuesta persona, desiste de tratamientos médicos que no cumplen con los principios 
de proporcionalidad terapéutica o que no sirven al mejor interés del paciente y no 
representen una vida digna para éste. 
 
3. Cuidados paliativos: Se deben suministrar a los pacientes que padecen una 
enfermedad en fase terminal o crónica, degenerativa e irreversible, con alto impacto en 
la calidad de vida, con el fin de mejorar su calidad respecto del paciente y de su familia, 
a través de una tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y otros síntomas, 
teniendo en cuenta aspectos psicopatológicos, físicos, emocionales, sociales y 
espirituales” (Corte Constitucional, 2017). 
 
De todo esto se destaca, que existe un deber del Estado de protección de la vida que es 
necesario que sea compatible con el ejercicio de otros derechos como el de vivir de 
manera digna y autónoma; esta protección es mandatorio que sea reforzada por el 
marco de un Estado social de derecho en donde la pluralidad, la libertad y la centralidad 
del individuo son la base de su construcción. 
 
Por esta razón, es que mediante desarrollo jurisprudencial, se ha consolidado la 
aceptación de las decisiones de los ciudadanos relativas a su vida y su integridad, 
convirtiéndolas en autónomas totalmente, por lo cual no hay espacio para que el Estado 
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intervenga. La única limitación frente a esta acepción debe recaer en una motivación 
amplia, suficiente y bien sustentada de acuerdo con los procedimientos establecidos 
para ello. 
 
Finalmente, del sentido jurisprudencial y legal se consagra que el otorgamiento de 
todos estos servicios está a cargo de las E.P.S. tanto públicas como privadas, 
garantizando entre otras, la cobertura, equidad, accesibilidad, y calidad dentro de su 
red de servicios.  
 
Siguiendo estos lineamientos, entonces la aplicación del homicidio asistido se da bajo 
unos parámetros específicos, en los que se excluyen los beneficios económicos, 
teniendo en cuenta que la aplicación de la figura jurídica debe estar enmarcada bajo los 
conceptos de: piedad, altruismo, intenso dolor y enfermedad. 
 
Esto corresponde a la ayuda vista como la motivación principal de quien ejecuta el 
acto, es decir, generada por la necesidad que presenta el paciente por sus especiales 
condiciones, en donde existe un punto fundamental y es la voluntad del sujeto que pide 
dejar de existir, siendo ello una decisión voluntaria, libre, sin ningún tipo de 
prohibiciones más que el respeto por los derechos fundamentales de los demás. 
 
2.  LA EUTANASIA: CONCEPTO DESDE EL ÁMBITO PENAL Y SU 
AFINIDAD CON EL DESARROLLO JURISPRUDENCIAL 
 
En Colombia la prohibición del homicidio comienza desde la Carta magna, cuando 
expresa “El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte.” (Congreso de 
la Republica, 1991), dando un sentido punible desde el capítulo del Código Penal, 
cuando introduce las palabras “El que matare a otro." (Congreso de la Republica, 
2000). Lo que deja claridad en principio de la imposibilidad que se tiene de acabar con 
la vida de otra persona, lo que en principio es un método proteccionista para el derecho 
más importante, o al menos para ese entonces.  
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Pero que comienza a exceptuarse cuando dentro de la comprensión del mismo marco 
legal se plasman otras tipologías, como el homicidio por piedad, que disminuye la pena 
en el caso de que alguien termine con la vida de otra persona en condición de enfermo 
incurable; frente a eso se ha consagrado–diferente al homicidio en strictu sensu-. De 
otro lado se encuentra también la ayuda o ayuda al suicidio, lo que también disminuye 
la pena, lo que demuestra que desde entonces el camino hacia la aplicación de la 
eutanasia se iba esclareciendo más; hasta el punto en el que mediante pronunciamientos 
jurisprudenciales se puede encontrar definiciones como: la eutanasia activa (en donde 
un tercero da muerte al paciente ya sea con o sin su consentimiento), o la eutanasia 
pasiva (en donde se dejar de practicar al paciente el tratamiento respectivo por 
imposibilidad de recuperación). 
 
La jurisprudencia en esta materia ha interpretado que pueden existir confusiones frente 
a los tipos de homicidio según las características de cada tipo penal, especialmente se 
ha referido a que el homicidio por piedad tiene una característica especial que es una 
motivación subjetiva en eliminar el sufrimiento, dolor o padecimiento ajeno, lo cual lo 
aleja de otro tipo de conducta que tenga otros fines como por ejemplo el lucro o la 
preservación o mejoramiento de la especie humana.  
 
De acuerdo con esto, la Corte Constitucional en Sentencia- C-239 de 1997 realizó las 
siguientes precisiones: 
 
 Homicidio por piedad: “Acción de quien obra por la motivación 
específica de poner fin a los intensos sufrimientos de otra persona. El 
móvil o causa de este es la piedad, tiene una limitación para su 
realización y es que el sujeto pasivo se encuentra en una condición 
específica la cual es que tenga padecimientos o sufrimientos 
provenientes de una enfermedad grave e incurable” (Corte 
Constitucional, 1997). 
 
De este análisis se determina que el elemento de piedad permite que este tipo penal 
autónomo sea considerado con un menor grado de punibilidad, ya que la piedad se 
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configura como el elemento subjetivo o finalidad que lleva a la comisión de la 
conducta, es una forma de demostrar la existencia de sentimientos de aprecio hacia otra 
persona que está sufriendo; ello con la finalidad de ayudar a descansar a este de su 
sufrimiento. Se tiene entonces una característica específica y diferenciadora, la cual es 
quien hace las veces de sujeto activo, en el entendido que no se exige una calidad 
específica, como en el caso de la eutanasia que tiene que ser un médico. 
 
Bajo este aspecto, en análisis de la piedad corresponde a un consentimiento altruista y 
de bondad que recae en el sujeto activo de la acción o hecho punible “la piedad es un 
estado de afectación de conmoción y alteración anímica profunda, razón que sin lugar 
a dudas, mueve a otra persona a realizar o encaminar una conducta, cuyo resultado se 
hará efectivo en otra que considera su vida invisible por una condición específica” 
(Corte Constitucional, 2017). Esta característica repercute en la graduación de la pena 
para el delito si esto converge con los supuestos de hecho del tipo penal descrito con 
anterioridad.  
 
 Homicidio eugenésico: en este tipo de homicidio el sujeto activo no se 
encuentra motivado por piedad sino por fines distintos a ese, siendo el 
de preservar o mejorar una especie de la raza humana (Corte 
Constitucional, 1997). 
 
Frente al elemento de culpabilidad, convergen dos factores: la voluntad del sujeto 
activo en la realización de una conducta ilícita, y la relación o nexo de causalidad entre 
la acción y el resultado. Dependiendo del criterio de acción u omisión del delito se 
pueden generar varias conductas que pueden ser tipificadas con diversas sanciones. En 
cierta medida es utilizada como un método de exterminación de un determinado 
individuo o sector de la población, pudiendo equipararle con las barbaries de Hitler, 
que perseguían la “perfección y la pureza de la raza aria”.  
 
Otro factor para tener en cuenta, es la característica del consentimiento ya que desde el 
punto de vista del derecho penal  puede ser visto como causal de antijuridicidad o 
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atenuación punitiva, razón por la cual se requiere establecer según los hechos a qué 
característica corresponde la conducta, para posteriormente adecuar a qué característica 
pertenece el consentimiento del sujeto pasivo -en el caso del homicidio por piedad-. 
 
En esta línea, entran en estudio otros factores –desde la concepción de derechos 
humanos y derecho constitucional- como la afectación de una enfermedad grave o 
incurable del sujeto, existe entonces una tensión entre la posibilidad de vivir en esas 
condiciones o morir de manera anticipada en condiciones dignas, lo que requiere de 
una prospección más amplia al respecto. En este sentido, si bien el Estado se encuentra 
obligado a proteger la vida, debe hacer que este presupuesto sea compatible con los 
demás derechos especialmente desde la función del respeto a la dignidad humana y la 
prohibición de tratos crueles e inhumanos. 
 
Desde esta particularidad, los derechos revisten de especial importancia en el marco de 
una comprensión integral del ser humano y más allá, de una mera de interpretación 
positiva de la norma, en el espectro de que si una persona se encuentra en un deplorable 
estado de salud su consentimiento se traduce en el reconocimiento de la autonomía de 
la voluntad y la capacidad de decisión; esto también incluye conocer y escoger el tipo 
de tratamiento al cual va a ser sometido, la posibilidad de tomar la decisión de no 
continuar con aquél, y además terminar con el sufrimiento que lo afecta mediante el 
procedimiento eutanásico. 
 
No obstante, no se puede dejar de lado que las características del consentimiento deben 
seguir unas pautas específicas, que aseguren precisamente los derechos que le asisten 
a una persona, como la manifestación libre y espontánea, la capacidad de entender las 
circunstancias que rodean su enfermedad, la facultad que un profesional explique las 
implicaciones y riesgos, y las alternativas de curación y efectos. 
 
En concordancia, la jurisprudencia interpreta que si bien la vida es un bien jurídico 
tutelado supremo “en el cual el estado debe proteger y encaminar todas sus políticas 
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para salvaguardarlo, de modo que esta concepción implica para el sujeto activo, el 
deber de cuidarla y de encaminar todas sus acciones a prolongarla o mantenerla, es 
dable que una persona puede decidir bajo esas circunstancias si su vida es viable o no, 
y en donde las personas padecen ciertos sufrimientos, será esta quien esté en capacidad 
de disponer sobre su bien jurídico tutelado” (Corte Constitucional, 1997). 
 
Es por ello, que la Sentencia C-239 de 1997 marca una pauta importante en referencia 
a la autonomía de la voluntad del paciente y la relación de sus decisiones frente a todos 
los ámbitos de su vida, principalmente si la persona padece de una enfermedad 
incurable y dolores insoportables. 
 
De esta manera, la jurisprudencia ha sentado bases mediante la cual se ha constituido 
un avance en materia de derechos fundamentales, pues mediante interpretación abrió 
la posibilidad de la aplicación de la eutanasia activa consentida, lo cual adicionalmente 
ha impactado en la oportunidad de reglamentar temas como la medicina paliativa y la 
muerte digna.  
 
3.  LA EUTANASIA: IMPACTO DESDE EL DESARROLLO 
JURISPRUDENCIAL 
 
Posterior a los resultados y avances logrados en el marco del desarrollo de puntos 
específicos a favor del procedimiento de eutanasia en el país, todo ello derivado de la 
jurisprudencia, se dio inicio a la consolidación de un protocolo para direccionar 
realización de  esta práctica. 
 
En este aspecto, el Ministerio de Salud expidió un documento –Resolución 1216 de 
2015- en el cual se formulan los requisitos para la práctica de la eutanasia que se deben 
evaluar previo a la aplicación del procedimiento. Para ello, se proscribe que todo 
paciente que solicite la eutanasia debe cumplir con 7 requisitos a saber: 1. Condición 
médica; 2. evaluación del sufrimiento; 3. inexistencia de alternativas de tratamiento o 
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cuidado razonables; 4. Persistencia en la solicitud explícita; 5. Segunda valoración; 6. 
Evaluación de competencia; 7. integridad de la evaluación. 
 
En este Protocolo, la aplicación del procedimiento de eutanasia en Colombia definió 
en principio al enfermo terminal como: “aquel paciente con una enfermedad 
medicamente comprobada avanzada, progresiva, incontrolable que se caracteriza por 
la ausencia de posibilidades razonables de respuesta al tratamiento, por la generación 
de sufrimiento físico-psíquico a pesar de haber recibido el mejor tratamiento disponible 
y cuyo pronóstico de vida es inferior a 6 meses” (Ministerio de Salud , 2015). 
 
Comienza entonces la aplicación de la normativa, que a pesar de tener grandes sectores 
en contra, consagró y detalló los requisitos requeridos para acceder al procedimiento 
de eutanasia de la siguiente manera: 
 
1. Condición médica: “Se determinará la naturaleza de la enfermedad del 
solicitante (estado terminal). De acuerdo con la condición médica del 
solicitante, se establecerá en qué momento se esperaría la muerte 
(pronóstico) si la decisión de eutanasia no se llevará a cabo” 
(Ministerio de Salud , 2015).  
 
2. Evaluación del sufrimiento: “Se establecerá la naturaleza y describirá 
el sufrimiento, determinando si es “intolerable” y si hay o no 
perspectiva de mejora. En esta valoración se reúne tanto la percepción 
del médico tratante (con las interconsultas o entrevistas que considere) 
como la expresión del solicitante, dando prelación a esta última” 
(Ministerio de Salud , 2015). En esta parte se debe tener en cuenta 
además el contexto del paciente y evaluar integralmente tanto la salud 
física como mental del paciente, a pesar de existir un núcleo de 
personas que rodean a quien padece de una enfermedad terminal, 
dolorosa que pudieren no estar de acuerdo con el método eutanásico, 
es imposible para ellos decidir la continuidad de la vida del paciente, 
claro está que esto sucede siempre y cuando se preserven las 
habilidades de raciocinio y comunicación del paciente, de decidirlo, el 
cumplimiento de esa voluntad será el aplicado.  
 
3. Inexistencia de alternativas de tratamiento o cuidado razonables: “Para 
la condición médica no se proyecta que el paciente tenga opciones de 
mejoría y no existen alternativas de cuidado o tratamiento razonables. 
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Debe indicarse cuales terapias médicas ha recibido, incluyendo 
aquellas relacionadas con el manejo del sufrimiento, el dolor y los 
cuidados paliativos, así como los cambios logrados o no con su 
instauración” (Ministerio de Salud , 2015). Para el cumplimiento de 
este requisito debe registrarse en la historia clínica, el cumplimiento 
del proceso de información realizado al paciente respecto de las 
alternativas paliativas, enfocadas única y exclusivamente para aliviar 
el sufrimiento en todos los aspectos, además de escribir lo que piensa 
o decide el paciente acerca de estas alternativas. 
 
4. Persistencia en la solicitud explícita: El médico tratante valorará 
cuando fue la primera vez que el paciente expresó su solicitud y si esta 
se mantuvo en el tiempo, en el periodo legal mínimo de 25 días, sin 
perjuicio de los demás términos reglamentarios que se dispongan o fue 
reiterada.  
 
“El médico tratante establecerá si la solicitud es voluntaria, libre de la 
influencia de otros y complementará la evaluación con otros medios 
como conversaciones con el paciente o identificará la existencia de 
voluntad anticipada escrita o registrada en la historia clínica” 
(Ministerio de Salud , 2015). El medico en este punto se convierte en 
protagonista, en el entendido que es uno de los profesionales del área 
de la salud que mantiene contacto directo con el paciente; y es quien 
puede detectar cualquier tipo de anomalía en la decisión, como por 
ejemplo si existe algún tipo de coacción que dirija a la realización de 
este tipo de solicitudes. 
 
5. Evaluación de la capacidad para decidir: “Un psiquiatra o psicólogo 
clínico/de la salud debe establecer la capacidad para tomar decisiones 
del solicitante y determinará si esa decisión fue bien considerada” 
(Ministerio de Salud , 2015). Bajo este ámbito, se evalúan también la 
afectación de trastornos mentales o la disminución de la capacidad de 
decisiones, por lo cual esta evaluación debe ser prioritaria y previa a la 
presentación de la solicitud ante el Comité, es la manera de descartar 
la viabilidad Psiquiátrica-psicológica para la realización del 
procedimiento de manera voluntaria, con conocimiento pleno de que 
es una decisión sin retorno y con todas las facultades mentales para 
decidir.   
 
6. Segunda valoración: “El Comité científico interdisciplinario para el 
derecho a morir con dignidad, o quien haga sus veces, es el segundo 
evaluador que debe valorar los anteriores requisitos. Este Comité debe 
ser independiente del médico tratante, no debe haber atendido 
previamente al solicitante, y no debe tener relación 
personal/profesional con este” (Ministerio de Salud , 2015). Es muy 
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importante la independencia del personal que hace parte del comité de 
los médicos y personal tratante, ser el quien estudiara de fondo el caso 
y verificar la concordancia en cada uno de los procesos establecidos, 
con el fin de garantizar que no hay una afectación externa o algún tipo 
de desequilibrio mental, de ser así se realizara la solicitud para nuevos 
conceptos, por personal diferente al de la entidad.  
 
7. Integridad de la evaluación: “El médico tratante y el Comité, deben 
basar su evaluación en la historia clínica, el documento escrito de 
solicitud, la conversación y examen clínico presencial del solicitante, 
y el diálogo con otros miembros del equipo tratante o de la familia, 
previa autorización del solicitante” (Ministerio de Salud , 2015). En 
este punto, es indispensable, el aseguramiento de la integridad de la 
evaluación, por lo que se incluye una valoración del médico tratante y 
una del Comité con lo que se garantiza que el proceso sea centrado en 
el paciente y que exista sensibilidad en el tema. 
 
Se hace claridad, que el cumplimiento de los requisitos explicados debe documentarse 
en la historia clínica del paciente y registrarse en el formato de seguimiento a las 
obligaciones, lo que será incluido en dicha historia y hará parte de los procesos de 
interconsulta.  
 
Igualmente, dentro de estos parámetros se establece de manera global que debe existir 
un equipo interdisciplinario que provea directrices para la conformación y 
funcionamiento de los Comités Científico-Interdisciplinarios para el derecho a morir 
con dignidad –descritos con anterioridad-. Este equipo deberá garantizar el derecho a 
morir dignamente en los casos en que esto signifique eutanasia. Dicho equipo además 
estará integrado por un médico distinto al tratante, un abogado y un psiquiatra o 
psicólogo (ninguno de ellos podrá ser objetores de conciencia). 
 
Se ha estipulado también, que en caso de que exista objeción de conciencia por parte 
de uno de los integrantes del equipo médico, este impedimento deberá ser sustentado y 
la institución de salud tendrá 24 horas para designar a otro médico para realizar el 
procedimiento correspondiente, de modo que el derecho a la dignidad humana vs el 
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sufrimiento de un ser humano no se ve menoscabado por trámites administrativos ni 
posiciones individuales. 
 
De igual manera, se definen los tiempos en los que deben surtirse los trámites 
pertinentes para que el paciente acceda al servicio que solicita, haciendo énfasis en que 
siempre se deberá garantizar el derecho a morir con dignidad en términos de protección 
a la autonomía del paciente, la celeridad, la oportunidad y la imparcialidad.  
 
En términos generales la Resolución 1216 de 2015 además de fijar las pautas y 
lineamientos dentro de los cuales debe surtirse el procedimiento de una manera digna, 
también impuso cargas obligacionales a las EPS e IPS que han de practicar el 
procedimiento; lo que hace aún más evidente su inclinación a la protección de los 
derechos del paciente desde su esfera personal, siempre y cuando el mismo se encuentre 
dentro de los supuestos normativos y jurisprudenciales. 
 
4.  EUTANASIA: CASOS RELEVANTES EN COLOMBIA 
 
Del análisis global expuesto con anterioridad, se precisan elementos continuos de la 
discusión frente a la aplicación de la eutanasia desde el enfoque jurídico, debido a que 
se contraponen derechos –como la vida y la dignidad- que son objeto de protección 
suprema a nivel nacional e internacional. Como se estudió en el aparte anterior, en 
Colombia el desarrollo de estos criterios se ha dado a través de la jurisprudencia, de lo 
que se deriva que la aplicación práctica deba ser observada desde casos particulares en 
el país, pues de allí se materializa la tensión de derechos mencionada y su posible 
resolución. 
 
1. El 3 de Julio de 2015 -después de años de discusión, creación de 
jurisprudencia y a pesar de que la Corte Constitucional había regulado 
la aplicación de la eutanasia - se realiza la primera eutanasia legal en 
Colombia, por mandato judicial; esto tras una larga batalla jurídica en 
la que uno de sus protagonistas era  José Ovidio González, paciente, 
famoso por ser padre del caricaturista colombiano “matador”, quien 
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pidió que se cumpliera el mandato de la Corte Constitucional en la 
Sentencia T- 970 de 2014, para terminar con el sufrimiento intenso y 
la poca calidad de vida que el cáncer  diagnosticado años atrás le había 
causado. 
 
En este sentido, se hace referencia al 21 de abril de 2015 fecha en la 
que el diario oficial publicó la Resolución 1216, en la que se regula la 
manera como se podía acceder a morir dignamente y los 
procedimientos que se debían realizar para ello, iniciando una nueva 
era, dirigida al respeto de la dignidad humana, la integralidad de los 
derechos y la garantía de la progresión de los mismos. 
 
De dicho caso se destaca que, la eutanasia más allá de ser un 
procedimiento que pretende poner fin a un ciclo vital, terminando con 
intensos sufrimientos como lo establece la resolución del ministerio y 
los diversos pronunciamientos de las altas cortes, no es un concepto 
del todo aceptado, ya que puede concluirse que es una excepción a 
todos los derechos fundamentales existentes como la vida y los que se 
desprenden de ella en el sentido que se debe estar vivo para que sean 
garantizados, lo que genera una serie de dificultades jurídicas, 
encontrando la gran tensión que hay con otros derechos 
constitucionalmente protegidos y reforzados por diferentes tratados y 
convenciones internacionales, lo que debió ser una tarea titánica para 
el pronunciamiento de los honorables magistrados sobre el tema.  
 
2. El 12 de mayo de 2017, se revisa una acción de tutela instaurada por 
el señor Reinaldo Anacona de 91 años, quien alegaba que el Hospital 
Universitario de San José de Popayán le había negado la petición de 
práctica de procedimiento de eutanasia bajo el argumento de que se 
encontraba bien mentalmente, desconociendo de plano que se 
encontraba en una situación de soledad, enfermedad y desamparo. 
 
En virtud de ello, recuerda la Corte que el Estado, la sociedad y la 
familia tienen la obligación constitucional de proteger y asistir a las 
personas de la tercera edad. Desde esta óptica, existe un deber 
colectivo de cuidado a los adultos mayores, concretando y aplicando 
derechos y principios fundamentales, enfocando entonces muchos de 
sus apartes en la igualdad, más aun tratándose de sujetos de especial 
protección constitucional como lo es una persona de la tercera edad. 
 
Si bien, en el caso en cuestión no es resuelto a favor del accionante 
para acceder a la eutanasia, se reitera que en este procedimiento se 
debe insistir sobre el deber estricto de constatación cuando se pretende 
tutelar el derecho a morir dignamente. En este escenario, los 
operadores jurídicos deben conocer la realidad social en que se dan los 
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hechos y “distinguir entre una situación dramática pero superable, de 
una situación trágica que imponga cargas heroicas frente a los 
sufrimientos que comprometan gravemente la posibilidad de existir en 
dignidad” (Corte Constitucional, 2017). 
 
3. El 4 de Julio de 2017, se revisó acción de tutela de “Julia” actuando 
como agente oficiosa de su hija “Sofía”, en la que se solicitaba la 
protección de los derechos a la salud y a morir dignamente, y que en 
consecuencia se practicara el procedimiento de eutanasia en el 
Hospital de San Vicente de Arauca. 
 
A pesar de que, para el momento de revisión del caso por parte de la 
Corte Constitucional, la Sala advirtió que, si bien la Resolución 1216 
de 2015 significó un avance para la regulación del derecho 
fundamental a morir dignamente, aún subsisten falencias en el 
ordenamiento jurídico colombiano, lo que debía ser subsanado 
mediante política pública en materia de salud. 
 
En particular lo más destacado del análisis, es que se reitera el carácter 
fundamental del derecho a morir dignamente “fundado en su estrecha 
conexidad con la dignidad humana y el sustrato axiológico que 
subyace al derecho, esto es, una noción de la vida más amplia que el 
concepto de subsistencia vital, y su carácter autónomo e independiente, 
pero relacionado con la vida y otros derechos” (Corte Constitucional, 
2017). 
 
4. El 25 de agosto de 2017 se evaluó por parte de la Corte Constitucional 
el proceso seguido por la acción de tutela incoada por Irene y Alfredo 
contra SALUD EPS. Este caso analizaba la situación de un menor de 
edad en el que sus padres solicitaron la valoración de la Resolución 
1216 de 2015 por la cual se da cumplimiento a la Sentencia T-970 de 
2014, en relación a las directrices para la organización y 
funcionamiento de los Comités para hacer efectivo el derecho a morir 
con dignidad, enfocándolo en la aplicación de esta para su hijo. 
 
En el contexto del caso se registra que “su hijo Francisco, de 13 años, 
padece parálisis cerebral severa desde su nacimiento y “por su alta 
complejidad ha propiciado hasta el día de hoy otras patologías 
igualmente graves” (Corte Constitucional, 2017). No obstante, aunque 
el documento para el análisis de la resolución había sido radicado casi 
un año atrás la EPS no había proferido respuesta. 
 
A partir de ello, la Corte realiza un estudio de los derechos en 
controversia con especial aplicación a los derechos del niño. En este 
aspecto, se establece que “de acuerdo con la Convención Internacional 
 
62 
sobre Derechos del Niño y la Constitución Política de Colombia, las y 
los niños no sólo son sujetos de derechos, sino que sus derechos e 
intereses prevalecen en nuestro ordenamiento jurídico” (Corte 
Constitucional, 2017).  
 
En efecto, también precisó que “con base en los mandatos de los 
artículos 13 y 44 de la Constitución Política, el derecho a la salud de 
los menores de edad demanda una mayor actividad de las autoridades 
en aras de que accedan a todos los servicios requeridos para 
preservación de su vida en condiciones dignas” (Corte Constitucional, 
2017). 
 
Asimismo, la Corte Constitucional recuerda que en el marco del 
procedimiento de eutanasia se evidencia el reconocimiento de: “i) el 
carácter fundamental del derecho a la muerte digna y su íntima relación 
con la vida y dignidad humana; (ii) la vida como presupuesto para el 
ejercicio de otros derechos bajo una acepción que supera la simple 
subsistencia; (iii) la legitimación para decidir hasta cuando la 
existencia es deseable y compatible con la dignidad humana está en 
cabeza, principalmente, del titular del derecho a la vida, razón por la 
que se exige su consentimiento, y (iv) que obligara una persona a 
prolongar por un tiempo escaso su existencia, cuando no lo desea y 
padece profundas aflicciones, equivale a un trato cruel e inhumano, y 
anula la dignidad y autonomía”. (Corte Constitucional, 2017) 
De igual forma, indica que la dignidad humana es un principio fundante de 
todo el ordenamiento jurídico colombiano y por ello, es reconocido 
como principio constitucional general y derecho fundamental 
autónomo, lo que obliga a reconocer que conectado con la finalización 
de la vida es fundamental reconocer la titularidad de la muerte digna –
en este caso de los niños, niñas y adolescentes-. 
5. El 12 de diciembre de 2017, se instauró una acción de tutela por parte 
de la representante legal de un menor de edad por la presunta violación 
a los derechos fundamentales a una muerte digna, el debido proceso y 
el derecho de petición. 
 
En el pronunciamiento de fondo, la Corte alude que existe vulneración 
del derecho a la muerte digna cuando los trámites administrativos y el 
desconocimiento del personal de salud restringen la petición de los 
individuos que pretenden acceder a la eutanasia –siguiendo las reglas 
dadas por la Corte y la Resolución del Ministerio de Salud al respecto- 
 
Se precisa, además, que el derecho a la muerte digna comprende 
también la posibilidad de recibir información sobre las distintas 
dimensiones a través de las cuales se puede materializar dicho derecho. 
Por esa razón, se dispone que “el  Ministerio de Salud y Protección 
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Social debe emita una directriz con el fin de que las EPS e IPS, 
públicas, privadas, y demás prestadores del servicio de salud adecuen 
sus protocolos, de conformidad con lo dispuesto en esta sentencia” 
(Corte Constitucional, 2017). 
 
Adicionalmente, la Sala advierte que la tutela se ha convertido en una 
etapa más para agotar el trámite de las solicitudes encaminadas a 
garantizar la muerte digna de una persona – pese a las normas y fallos 
emitidos al respecto-, lo cual no puede seguir ocurriendo pues se debe 
tomar como punto central la protección de este derecho fundamental. 
En este sentido, decide que “para contrarrestar tal irregularidad, 
emitirá una serie de órdenes en procura de revertir este proceder 
contrario a la Constitución” (Corte Constitucional, 2017). 
 
Es así, como a lo largo del desarrollo casuístico y jurisprudencial se esclarecen unos 
lineamientos que tienen como prioridad delimitar los elementos que hoy en día hacen 
parte de todo el procedimiento de eutanasia -para niños y adultos, incluyendo personas 
de la tercera edad. 
 
Se observa que como punto fundamental está el padecimiento de una enfermedad 
terminal, queriendo decir con ello que está siempre presente la imposibilidad de 
recuperación, curación o mejoría, mediante algún tipo de terapia aplicada por el cuerpo 
médico según los estándares, protocolos y demás, basando todo en los avances 
científicos y la aplicación de la medicina desde el conocimiento y la ética.  
 
Adicionalmente, se dan a conocer todas las posibilidades, el paciente se vuelve 
consciente de su enfermedad, acepta las condiciones clínicas que de acuerdo a su 
padecimiento puedan ser ofrecidas, así como de los tratamientos, las posibilidades de 
curación, la probabilidad de vida, las alternativas de tratamiento que en caso de las 
enfermedades terminales son paliativos, todo ello valorado e informado por el cuerpo 
médico. 
 
Asimismo, se hace claridad respecto de las características propias que debe tener el 
sujeto activo o quien hará el procedimiento, dejando establecidas de manera definitiva 
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que debe ser realizado por un profesional, más específicamente un médico. Por último, 
subsiste la petición expresa y reiterada del paciente, siendo el más importante y/o 
principal, ya que es él quien realmente está llamado a solicitar la eutanasia, a elegir la 
continuación o terminación de la vida pues es el titular de este derecho. De todo esto, 
se resalta que existen múltiples lineamientos mediante los cuales se ha ordenado ha 
ordenado al Ministerio de Salud, para que dé instrucciones a las entidades prestadoras 
de servicios de salud respecto de la correcta atención y derechos de los pacientes 
afectados por enfermedades terminales, crónicas, degenerativas, irreversibles y de alto 
impacto, para que tengan acceso a una atención integral en ese sentido. Igualmente, se 
concluye que la atención según la evolución en la materia debe incluir: 
 
“a. El acceso a las tecnologías en salud (medicamentos, servicios y 
procedimientos) contenidas en el Plan de Beneficios en Salud con cargo a 
la Unidad de Pago por Capitación — UPC; según criterio del profesional 
tratante.  
 
b. La referencia de una guía de práctica clínica de cuidados paliativos en 
cada uno de los servicios donde se atiendan este tipo de pacientes.  
 
c. El acceso a la red integral de prestadores de servicios de salud, en 
componentes primario y complementario, con los servicios en las 
modalidades pertinentes intramural, extramural y telemedicina para la 
atención de los cuidados paliativos.  
 
d. El acceso “a medicamentos opioides tal y como se indica en la Circular 
22 de 2016 de este Ministerio, por medio de la cual se instruye sobre los: 
"lineamientos y directrices para la gestión del acceso a medicamentos 
opioides para el manejo del dolor".  
 
e. La atención por parte de especialistas en dolor y/o cuidado paliativo y 
equipos de salud que cuenten con técnicos, profesionales o especialistas del 
área de la salud, con formación certificada o competencias relacionadas 
con la atención de pacientes que requieren manejo del dolor y cuidados 
paliativos” (Ministerio de Salud, 2016). 
 
Desde este último aspecto, los pacientes tienen derecho a consentir o rechazar 
procedimientos médicos, a que se respeten sus deseos de limitar el esfuerzo terapéutico 
en caso de enfermedad irreversible, y a morir con dignidad de lo que también se 
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estatuye que se les respete la voluntad de permitir el que el proceso de la enfermedad 
hacia la muerte siga su curso natural. 
 
Bajo todo lo previsto, se puede concluir que el derecho a la muerte digna es un derecho 
fundamental dentro de lo cual la jurisprudencia estación que “(i) tiene carácter 
fundamental y una íntima relación con la vida, la dignidad humana y la autonomía; (ii) 
obligar a una persona a prolongar por un tiempo escaso su existencia, cuando no lo 
desea y padece profundas aflicciones, equivale a un trato cruel e inhumano; (iii) la falta 
de regulación constituye una barrera para su materialización; (iv) no hay distinciones 
o condicionamientos relacionados con la edad de los destinatarios de este derecho; (v) 
en virtud de los principios de igualdad y no discriminación, defensa del interés superior 
de los niños, niñas y adolescentes, la efectividad y prioridad absoluta de sus derechos, 
éstos  son titulares del derecho a la muerte digna (Corte Constitucional, 2017)”.  
 
5.  POSIBLES SOLUCIONES JURÍDICAS 
 
5.1 TEST DE PROPORCIONALIDAD 
 
Los bienes jurídicos analizados a lo largo de este documento conforman una tesis que 
se ha ratificado como una relación social dinámica, con lo cual “se comprende la 
posición de los sujetos, su forma de vinculación entre ellos, sus interacciones dentro 
del desarrollo histórico del contexto social” (Juan Carlos Cantillo y Alfredo Bula, 
2017). 
 
Bajo este reconocimiento, la afirmación de los derechos a la vida y la muerte asociados 
con el fundamento de dignidad humana y libertad se aproximan a la disposición de su 
titular, causando que la colisión de principios constitucionales necesite de un test de 
proporcionalidad –así haya sido resuelto en su mayoría a través de desarrollo 




En esta línea, se debe recordar que los principios y los valores se diferencian en el 
hecho de que la colisión de principios debe ser resuelta mediante ponderación, mientras 
que el de los valores –o valores y principios-, responde a qué es lo mejor de acuerdo 
con un problema jurídico concreto. 
 
Sin embargo, más allá de las acepciones básicas de principios, valores y reglas se 
predica que la proporcionalidad se “ha convertido en uno de los modos de 
argumentación más importantes desde el surgimiento de la constitución, dado que la 
corte empezó a utilizarla para diferenciar su argumentación de la realizada por la Corte” 
(Juan Carlos Cantillo y Alfredo Bula, 2017). 
 
En el caso de la eutanasia, que siempre ha tenido como centro de controversia los 
derechos a la vida, libertad individual y dignidad, se ha provisto que el contenido dado 
por el test y la razonabilidad que de este se desprende, han abierto la discusión de que 
la democracia debe estar supeditada a respetar este contenido y que cualquier 
intromisión indebida posibilita una invasión excesiva de la esfera íntima del individuo. 
 
Dentro de las etapas de consolidación de este test, se pueden identificar lineamientos 
que se han consagrado a través del tiempo, en la utilización y aceptación de esta 
herramienta como posible solución para la tensión de los derechos sub-examine. En 
consecuencia, las etapas han consistido en: 
 
1. “Etapa de ingreso utilizada para resolver situaciones que llegaban vía 
tutela, asumían la forma de una evaluación entre intereses, objetivos, 
valores o principios que entraban en conflicto en situaciones concretas. 
 
2. Etapa de posicionamiento que se caracterizó por un debate abierto 
frente al lugar que debía ocupar la ponderación dentro del 
razonamiento judicial en Colombia. 
 
3. Etapa de la consolidación al considerar la ponderación como modo de 
argumentación, la más apropiada a la hora de definir el campo de 




En la actualidad, Colombia se encuentra en la última etapa pues la aplicación del test 
se ha presentado en sentido estricto entre los derechos a la vida y la dignidad humana. 
De esto, se ha desprendido que el análisis inicia desde el estudio de la posición de una 
persona en cuanto a un padecimiento, lo que implica gran sufrimiento y la situación 
irremediable de permanecer en esta situación por lo cual solicita la práctica de un 
procedimiento para terminar con el estado – de inferioridad- en el que se encuentra. 
 
Desde ese momento, se identifica un choque entre dos principios, el de la dignidad 
humana como piedra angular de la concepción integral del individuo y la prohibición 
inherente de ser sometido a tratos crueles o degradantes; y, el de la vida como elemento 
central de la materialización de otros derechos y protección de la condición biológica 
del sujeto. 
 
Al respecto, en evolución normativa y jurisprudencial se pueden apropiar estos dos 
criterios de forma articulada, pues desde la Constitución se ha garantizado que es un 
derecho pleno gozar de una vida digna, por lo cual se consagra que la vida comprende 
un ámbito de existencia más allá del físico, lo que hace que este derecho sea 
concurrente y pleno si conlleva el concepto de dignidad en sí mismo. 
 
En el caso de la eutanasia, cuando se presenta la observación de que existe una 
obligación de vivir más allá de las condiciones dignas, por el hecho de proteger un 
derecho derivado de la Carta Política, se determina que puede haber una afectación 
grave de derechos pues si no se toman como complemento las demás características 
del ser humano, se atendería únicamente a una concepción restringida del derecho a la 
vida poniendo por encima la obligación de protección absoluta por parte del Estado. 
 
Si bien es cierto, del marco jurídico internacional y nacional se desprende en principio, 
que ningún derecho puede ser vulnerado bajo ninguna circunstancia, existen 
condiciones que pueden limitar esta noción, por ejemplo cuando se le debe dar 
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prelación al libre desarrollo de la personalidad, la autonomía y la libre disposición del 
cuerpo. 
 
Es bajo este argumento que se acude al entendimiento que las condiciones dignas de 
subsistencia son las que deben tenerse en cuenta, por lo cual la interdependencia de 
derechos tiene prelación en la protección de otros principios ligados con el derecho a 
la vida y la importancia de su satisfacción esencial.  Igualmente, se predica que “la 
dignidad humana se ha convertido en un principio fundante de los Estados modernos 
actuales y, sin lugar a duda, está inexorablemente ligado a otros derechos tales como 
la autonomía personal, el libre desarrollo de la personalidad, la indemnidad personal y 
la vida” (Corte Constitucional, 2006). 
 
En este entendido, es indispensable que se consideren todas y cada una de las 
complejidades que se desprenden del ejercicio del derecho a la vida, pues a pesar de 
ser un derecho elemental, el hecho de no tener presente las condiciones dignas para 
mantenerlas necesariamente implica la vulneración de otros derechos como el de la 
dignidad. 
 
Por consiguiente, es evidente que según el caso concreto alguna de estas dos esferas 
debe ceder frente a la otra, especialmente en las situaciones en las cuales una persona 
padece profundos sufrimientos derivados de una enfermedad incurable; siendo así, no 
se trata de eliminar el núcleo esencial de protección del derecho a la vida, pero sí de 
comprender globalmente su alcance frente a las condiciones en las cuales un ser 
humano puede materializar su fin; y poder ver quizá a la muerte como la continuación 





5.2 OTRAS ESTRATEGIAS JURÍDICAS 
 
A continuación, se identifican algunas líneas de acción para el caso en el cual se deba 
acudir a herramientas jurídicas cuando entren en conflicto los derechos estudiados en 
el aparte anterior.  
 
a.  Litigio Sistema Interno 
 
En el caso colombiano, la normatividad interna, señala la necesidad de que todas 
aquellas medidas legislativas, administrativas o judiciales deben atender a mecanismos 
que garanticen el principio de legalidad, seguridad jurídica y el alcance de materialidad 
a todas las personas que los soliciten. 
 
En este sentido, el caso concreto vulnera el sentido de protección dentro del marco 
constitucional colombiano (Constitución Política de 1991) en la cual podemos 
identificar que se ven afectados los derechos a la Libertad (Artículo 13); Dignidad 
(Artículo 1); Derecho a la vida (Artículo 11); Libre desarrollo de la personalidad 
(Artículo 16); derecho a la salud (Artículo 49). 
 
En esta medida, cuando nos vemos enfrentados a vulneraciones de derechos o 
posible riesgo inminente a violaciones de este, tenemos la acción de tutela como 
mecanismo constitucional por excelencia tendiente a evitar daños y proteger los 
derechos de los individuos. 
 
 Acción de Tutela  
 
Conforme lo establece el Decreto 2591 de 1991 por medio del cual se reglamenta la 
acción de tutela consagrada en el Artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, 
este mecanismo se encuentra diseñado para la “protección inmediata de derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 
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amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares” -Art 1- (Corte Constitucional, 1991) y toda vez que los derechos 
previamente mencionados, tienen fundamento constitucional y orden de protección 
inmediata (Artículo 85 C.P.C), la acción de tutela es el mecanismo idóneo y de mayor 
efectividad ante la vulneración de derechos como consecuencia de la limitación del 
acceso a un procedimiento como la eutanasia. 
 
Igualmente, se establece que “la acción de tutela procede cuando se procura evitar un 
perjuicio irremediable que esté sucediendo o sea próximo a suceder, cuyo daño o 
menoscabo material o moral sea grave, y que como consecuencia, la medida que deba 
tomarse sea urgente, buscando que el daño no se consume, o en su defecto no se 
continúe ocasionando” (Corte Constitucional, 1993). 
 
Así mismo, dicha acción la podremos interponer incluso cuando no medie el principio 
de inmediatez, siempre y cuando “advirtamos la presencia de una justa causa que haya 
impedido actuar de manera oportuna” (Corte Constitucional, 2006) y, “se demuestre 
que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó 
por primera vez es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación 
desfavorable derivada del irrespeto por los derechos, continúa y es actual” (Corte 
Constitucional, 2006). 
 
En este sentido, a través de la acción de tutela se incoaría la protección inmediata de 
derechos fundamentales, como a la dignidad humana, debido proceso, derecho a la 
muerte digna, libertad personal, salud entre otros. 
 
De igual manera, se puede establecer que la acción de tutela no sólo procedería como 
mecanismo de protección constitucional por la vulneración de derechos, sino además 
porque el ordenamiento jurídico colombiano (desarrollo jurisprudencial a través de 
Sentencia C-590 de 2005) permite la interposición de acciones de tutela contra 




“1. Cuando el asunto tenga relevancia constitucional. 
 
2. Cuando el interesado haya agotado los recursos judiciales ordinarios y 
extraordinarios antes de acudir al juez de tutela. 
 
3. Cuando la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo 
con criterios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
4. En caso de tratarse de una irregularidad procesal, cuando esta tenga 
incidencia directa en la decisión que resulta lesiva de los derechos 
fundamentales. 
 
5. Cuando el accionante identifique, de forma razonable, los yerros de la 
autoridad judicial que generan la violación y que ésta haya sido 
alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible. 
 
6. Cuando el fallo impugnado no sea de tutela” (Corte Constitucional, 
2005). 
 
b. Litigio Sistema Universal de Derechos Humanos 
 
Los Órganos que hacen parte de este Sistema tienen la labor primordial de vigilancia 
de la manera como los Estados aplican los Tratados de los cuales hacen parte; tienen 
además como deber: recibir y examinar los informes presentados (periódicamente) por 
los Estados en los cuales se detalla la manera en que aplican las disposiciones 
consagradas en los Tratados, emitir directrices para guiar al Estado a preparar dichos 
informes, formular disposiciones respecto a la interpretación de los Tratados y 
organizar debates en relación a materias que traten dichos Instrumentos. 
 
Así mismo, algunos de estos Órganos tienen la facultad de conocer denuncias y/o 
comunicaciones de particulares respecto a violaciones de Derechos Humanos, y, otros 





Para el caso particular, la manera de llevar a conocimiento una situación de negación 
del acceso a la eutanasia sería a través del proceso de comunicaciones. En este sentido, 
cabe resaltar que la mayor parte de los Órganos de Tratados tienen la facultad de 
conocer quejas individuales, lo que asegura un acceso a reivindicar los derechos -de 
una víctima- de forma más efectiva (aun cuando se considere que los pronunciamientos 
de los Comités no son decisiones Judiciales per se), aportando así al desarrollo y 
garantía de los Derechos Humanos, y actuando como apoyo para procedimientos que 
tienen como centro de gravedad la protección del individuo. 
 
Por consiguiente, lo más adecuado sería presentar una denuncia al Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas (se puede presentar una denuncia en nombre de la 
presunta víctima, con su consentimiento por escrito en razón a que los derechos 
posiblemente vulnerados en el particular los Artículos 2, 6, 7, 9 y 10). 
 
Lo anterior, tiene como fundamento la obligación del Estado de protección y garantía 
de los derechos consagrados en el Pacto, la protección del derecho a la vida y la 
dignidad, la protección a la libertad, las garantías judiciales y la libertad personal. 
 
La denuncia (comunicación o queja) deberá contener los datos personales básicos, los 
hechos en que basan la denuncia, los motivos por los que se considera que los hechos 
descritos constituyen una violación del tratado en cuestión, los tipos de reparación que 
el autor de la denuncia desearía obtener del Estado parte, e informar acerca de las 
medidas que haya adoptado para agotar los recursos disponibles en el Estado 
(incluyendo los que están pendientes o aún no se hayan agotado).  
 
5.3 LITIGIO SISTEMA INTERAMERICANO 
 
Ahora bien, frente a un posible litigio ante el Sistema Interamericano debemos tener en 






Para conocer el caso y llevar a la declaración de responsabilidad internacional del 
Estado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos es competente para conocer de 
las violaciones declaradas de acuerdo con los Artículos 61 y 62 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (competencia aceptada por el Estado el 21 de junio 
de 1985, cuando Colombia presentó instrumento de aceptación por el cual reconoce la 
competencia de la Comisión y de la Corte Interamericana). 
 
 Responsabilidad internacional del Estado: 
 
Es importante, antes de entrar a determinar la responsabilidad específica del Estado, 
analizar los elementos que configuran la misma. En este entendido, para que se 
configure un hecho internacionalmente ilícito del Estado se requieren los siguientes 
elementos: 1. Hecho consistente en una acción u omisión; 2. Que dicho 
comportamiento constituya una violación de una obligación internacional del Estado 
(Naciones Unidas, 2002). 
 
Dentro de estos componentes, identificamos de igual forma, que existen distintos 
factores como comportamiento de órganos del Estado, delegación de funciones, 
órganos dispuestos, legislación interna, actuaciones judiciales, entre otros. Sin 
embargo, para el caso que estamos examinando podemos identificar los siguientes 
puntos clave para determinar la responsabilidad del Estado: 
 
 No consagrar dentro de su ordenamiento jurídico interno recursos 
judiciales efectivos en materia de la garantía de un recurso doble 
instancia en materia penal [omisión]. 
 
 No adecuar su ordenamiento jurídico interno de acuerdo a estándares 
internacionales y por tanto desconocer la Convención Americana y la 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana en esta materia [violación 
de una obligación internacional]. 
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Teniendo esto en cuenta, bajo el análisis de estas dos situaciones, a continuación se 
realizará el estudio de las posibles vulneraciones de derechos humanos a la luz del 
sistema interamericano: 
 
 Violación del Artículo 1.1. de la Convención Americana bajo la 
obligación general del respeto a derechos y libertades, y así mismo 
garantizar su libre y pleno ejercicio por parte de cualquier persona 
sometida a su jurisdicción. 
 
 Violación del Artículo 2 de la Convención, en relación con los 
Artículos 8 y Artículo 25, en el sentido de que el Estado debe disponer 
mecanismos efectivos para acudir a la jurisdicción interna con el 
objeto de interponer recursos contra providencias judiciales y hacer 
efectivo el principio de doble instancia – que para el caso concreto 
recae en materia penal-.  
 
 Violación del Artículo 4 de la Convención, como deber de proteger la 
vida en el sentido digno. 
 
 Violación del Artículo 5 de la Convención en relación con la 
posibilidad de materializar el contenido del derecho a la vida – 
Artículo 4- en condiciones adecuadas y propicias de subsistencia. 
 
 Violación del Artículo 7 de la Convención, bajo la perspectiva de 
protección del derecho a la libertad personal. 
 
 Violación del Artículo 25 disposición de un recurso y procedimiento 
de revisión para la protección judicial efectiva. La clave del análisis de 
este artículo responde a la situación de que el recurso sea efectivo, lo 
cual en el caso sub-examine es de calidad extraordinaria y limitada. 
 
La interpretación de lo enunciado anteriormente corresponde a la obligación de adecuar 
el derecho interno a disposiciones internacionales, lo que se relaciona directamente con 
las disposiciones del Artículo 1.1 y 2. de la Convención Americana, es decir, recae en 
la obligación del Estado en adoptar las medidas necesarias para suprimir las Normas y 
prácticas de cualquier naturaleza que impliquen una violación a las garantías previstas 
en la Convención para la materialización efectiva de las garantías y el libre y pleno 
ejercicio de derechos. 
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En relación con esta afirmación, se indica que el Estado Colombiano al no adaptar sus 
normas de Derecho Interno incumpliría los deberes generales de las disposiciones 
referidas- Artículo 1.1. y 2.– (La Corte Interamericana ya ha referido criterios similares 
para casos como la Última tentación de Cristo vs Chile y caso Caesar vs Trinidad y 
Tobago).  
 
Es de anotar, que dicha obligación no solo se limita a la consagración de medidas para 
la protección de derechos, sino implica que dichas medidas sean efectivas (Principio 
de Effet Utile). Por consiguiente, para que dichas medidas cumplan con lo requerido 
por el Artículo 1.1. y 2 de la Convención es necesario que el Estado adopte su actuación 
acorde a las disposiciones de esta. 
 
De igual manera, de acuerdo con lo expuesto, se dispone que el Estado podría incumplir 
con sus obligaciones al impedir un acceso correcto a la jurisdicción, a través de recursos 
internos para poder proteger adecuadamente los derechos y libertades del individuo en 
el caso concreto, contraviniendo así el deber de adecuar dicho ordenamiento a la 
Convención y hacer efectivos los derechos consagrados en esta. 
 
Igualmente, se determina que la inexistencia de recursos internos efectivos pone a las 
personas en estado de indefensión, es decir, el recurso efectivo hace parte indispensable 
del debido proceso en toda su extensión, por lo cual existe una correlación absoluta 
entre el Artículo 8.2. y Artículo 25 de la Convención Americana. 
 
Por último, para el caso en cuestión, se define que el Estado, debe garantizar un recurso 
judicial que permita recurrir un fallo ante un Juez o Tribunal superior, por tanto, el 
Estado Colombiano al no tenerlo (o que éste sea limitado lo cual no atiende al fin 
esencial de un mecanismo de este tipo), violaría las obligaciones consagradas en los 
Artículos 8.2. y Artículo 25.2. de la Convención en relación con el Artículo 2., pues si 
el Estado no cuenta con un recurso efectivo debe crearlo o adaptar su Ordenamiento 






1. Se puede concluir que, gracias al desarrollo jurisprudencial, hoy se antepone la 
dignidad humana en un paciente terminal, cuando dicha persona se encuentra en 
circunstancias extremas de dolor, padecimiento y enfermedad. Es en este sentido, 
se ha ratificado el respeto a la dignidad humana en pacientes terminales, 
especialmente cuando se despenaliza la muerte producida por un médico cuando 
su fin sea el de terminar con los graves padecimientos y dolores que presenta.  
 
Por esta razón, se enfatiza la dignidad del paciente terminal, dada su condición de 
inferioridad e incapacidad de lograr realizar algún tipo de acciones tendientes al 
mejoramiento y/o descanso de su sufrimiento, lo que muestra que la conexión 
existente entre esta y los demás derechos son imposibles de desechar en cualquier 
ser humano, ya que se encuentran estrechamente ligados no solo con el ser, sino 
con la premisa superior de dignidad humana. 
 
2. En Colombia hasta ahora surgen unas pinceladas producto de la jurisprudencia de 
Holanda, que desde 1973 en donde se inició el debate con una sentencia que podría 
dársele el estatus de simbólica, ya que fue impuesta a una médica por haber 
ayudado a morir a su madre por sus padecimientos -después de dadas unas 
específicas circunstancias-. Abriendo entonces la puerta a la continuación de una 
polémica ya iniciada. 
 
3. Posteriormente, en los años ochenta se crea en ese mismo país una comisión estatal 
para la eutanasia, como primer paso a lo que hoy se conoce como la “ley de 
comprobación de la terminación de la vida, a petición propia y del auxilio al 
suicidio”, ley que hasta hoy en día establece parámetros específicos para la 
realización del procedimiento cuando la persona así lo decide, respetando esos 
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derechos individuales mencionados anteriormente, y que solo él cómo titular del 
derecho tiene de exigir. 
 
4. Con los diferentes estudios normativos, pronunciamientos de Tribunales a nivel 
internacional, doctrinas y demás, se puede ver la diferencia en la aplicación de los 
derechos en personas con un estado de salud normal, a los que se encuentran con 
enfermedades determinadas, enmarcadas dentro de las incurables y terminales, ya 
que la manera como se les interpreta los derechos fundamentales cambia. 
 
Desde este punto de vista, se pudo interpretar que dada su condición, el concepto 
de dignidad humana desde la comprensión de la terminación del ciclo vital, se 
enfoca hacia la necesidad de terminar con largos sufrimientos e intensos dolores, 
que no están dentro del estado de bienestar que cualquier persona debería gozar. 
 
5. De acuerdo a la jurisprudencia, los derechos fundamentales a la dignidad humana 
y autonomía individual toman importancia en el ejercicio del derecho a la vida, es 
por esa misma razón que en virtud del ejercicio de estos derechos, el Estado no 
está obligado ni llamado a hacer parte en las decisiones individuales; con respecto 
a este aspecto la Corte Constitucional ha señalado que “el estado no puede 
oponerse a la decisión del individuo que no desea seguir viviendo y que solicita 
que le ayuden a morir cuando sufre una enfermedad terminal que le produce 
dolores insoportables e incompatibles con su dignidad como persona” (Corte 
Constitucional, 1997). 
 
6. Se debe afirmar que hasta los noventa, Colombia da grandes pasos con la Sentencia 
C- 239 de 1997, fallo en el cual la Corte Constitucional rechaza las solicitudes de 
nulidad, se basa en que la aplicación de este tipo de homicidio –por piedad- no está 
dirigido por algún tipo de beneficio propio como el económico, que es una 
actividad realizada de manera altruista; y que con dicha actuación es cierto que se 
busca la interrupción de la vida de una persona, pero con el único fin de ayudarle 
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a poner fin a terribles padecimientos o sufrimientos, pues realmente la posición del 
sujeto activo es la de beneficiar a quien está padeciendo, terminar con la 
enfermedad y los sufrimientos, para lo que describe elementos claros que debe 
tenerse presente en el momento de la aplicación del homicidio por piedad. 
 
7. Empero, es de resaltar que como ya se ha vuelto costumbre, la garantía  e inclusión 
de derechos y el avance normativo en el país se han dado gracias a la Corte 
Constitucional (aborto, dosis mínima, matrimonio igualitario, eutanasia, licencia 
de embarazado, entre otros), y una vez más la inactividad del Congreso, (que como 
siempre se tardan años en legislar o desarrollar la materia - ejemplo eutanasia 18 
años), sirvió para señalar de manera clara que morir dignamente es un derecho 
fundamental y que la eutanasia es completamente legal. 
 
8. En efecto, para garantizar la voluntad del paciente y materializar el derecho a morir 
dignamente se han establecido los siguientes requisitos: (i) la manifestación libre, 
espontánea e informada de su deseo de morir; (ii) la conformación de un comité 
para que en un término razonable sea programada la realización del procedimiento; 
(iii) la posibilidad del paciente de desistir de su decisión o activar otras prácticas 
médicas para aliviar su dolor; (iv) la celeridad en la práctica de la eutanasia, de tal 
forma que se garantice la no prolongación del sufrimiento, y (iv—0) el respeto por 
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